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1. INTRODUCCIÓN * 
Desde el momento en que la actividad informativa es llevada a 
cabo por el hombre con todas sus naturales limitaciones, es inevita-
ble la producción de errores más o menos conscientes, sobre todo 
* Dada la modificación operada en la organización de la Administración Cen-
tral por el Real Decreto 1.558/1977 de 4 de Julio, que suprime el Ministerio de In~ 
formación y Turismo y crea el Ministerio de Cultura, que hereda competencias de 
aquél; y a la vista del Real Decreto 2.258/77 de 27 de Agosto, que establece la es-
tructura orgánica y funciones del Ministerio de Cultura, las menciones que a lo 
largo de este trabajo se efectúan del Ministerio de Información y Turismo, Direc-
ción General de Prensa y Delegaciones Provinciales de Información .Y Turismo, 
hay que entenderlas referidas al Ministerio de Cultura, Subdirección General de 
los Medios de Comunicación -encuadrada en la Subsecretaría- y Delegaciones 
Provinciales del Ministerio de Cultura. 
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cuando los profesionales que la llevan a cabo están impelidos por lo 
que se ha calificado como «la peligrosa necesidad de ser el primero» l. 
y es claro que al existir en el ciudadano el derecho a una información 
veraz que le permita formar un criterio correcto de los diversos pro-
blemas, es normal que el ordenamiento jurídico prevea los medios ne-
cesarios para el establecimiento de la verdad y permita que los per-
judicados por la inexactitud puedan obtener una imagen pública de 
su conducta adecuada a la realidad, dando lugar al nacimiento de lo 
que se ha denominado «control rectificativo» de la información a 
través de dos figuras: Derecho de respuesta o réplica, cuando es ejer-
cido por particulares, y derecho de rectificación cuando es ejercido 
por autoridades u organismos oficiales. 
Pero la libertad de prensa fue un logro tan trabajosamente con-
seguido, que la idea de control levanta inmediatamente el recelo en 
sus defensores 2; hecho que determina que en cierto número de paí-
ses se considere que la gravedad del daño que pueda producir una 
información errónea es inferior al peligro en que se coloca a la li-
bertad de prensa al permitir la invasión de los medios informativos 
por los particulares y organismos oficiales so pretexto de rectificar 
informaciones erróneas, por lo que o no establecen ninguno de los 
derechos a que nos referimos, o admiten simplemente el derecho de 
réplica de los particulares pero no el de los órganos del Gobierno o 
de la Administración, con el fin de evitar los abusos que por parte 
de ellos se pudieran producir. 
Antecedentes históricos 3 
El derecho de rectificación aparece como un límite a los posi-
bles abusos de la facultad de dirigir notas oficiales otorgada al Go-
l. Vid RlVERS y SCHRAMM, Responsability in Mass Oommunication, Nue-
va York y Londres 1969, pág. 133. 
2. DESANTES GUANTER, La informaci6n como Derecho, Madrid 1974, recoge 
en la nota 344, pág. 225, una cita de Colliard según la cual pueden observarse 
tres etapas en la historia de la libertad de prensa bajo la Revolución y el Imp~ 
rio: libertad conquistada, sin precia proclamación oficial; libertad oficialmente 
proclamada; libertad perdida a pesar de subsistir la proclamación. 
3. Vid. a este respecto: BLIN, CHAVANNE y DRAGO, Traité du Droit de Za 
Presse, París 1969, págs. 41 y ss.; PINTO, La liberté d' opinion et d'information, 
Paris 1955, pág. 178; BIOLLEY, Le droit de réponse en matiere de Presse, París 
1963, págs. 93 y ss.; TERROU y SOLAL, El derecho de la Informaci6n, Paris 1952, 
págs. 358 y ss. En nuestra patria, ver el trabajo de RIVERO YSERN Los derechos 
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bierno por la Ley francesa de 9 de junio de 1819, que la prensa tenía 
la obligación de insertar al día siguiente de su envío con derecho a 
percibir los gastos de inserción. Según Biolley, la disposición citada 
tendía más a facilitar al Gobierno una tribuna donde exponer sus 
ideas que a permitir a los funcionarios defenderse contra los ataques 
de la prensa. La Ley de 9 de septiembre de 1835 transfirió el derecho 
de enviar rectificaciones a los periódicos desde el Gobierno a los 
«depositarios de la autoridad pública». 
El artículo 19 del Decreto francés de 17 de febrero de 1852 es-
tableció la obligatoriedad de inserción gratuita, en cabeza del pe-
riódico, de todos los documentos, relaciones, informaciones, respues-
tas y rectificaciones transmitidas por un depositario de la autoridad 
pública, lo cual instauró la práctica de los comunicados oficiales de 
los que durante el Imperio absolutista se hizo un amplísimo uso, 
inundando con ellos la prensa y, especialmente la de la oposición, 
hasta el punto de que las circulares del Ministerior del Interior de 
22 de septiembre de 1865 y de 6 de junio de 1868 precisaron que tal 
derecho sólo debía ser utilizado para rectificar una cifra errónea o 
datos materialmente inexactos. 
Al llevarse a cabo los trabajos preparatorios de la Ley de 29 de 
julio de 1881, el recuerdo de los abusos cometidos -Blin y sus co-
laboradores citan el caso de un periodista que recibió un comunica-
do de 22 páginas para una publicación de 24- aconsejó a los parla-
mentarios limitar con gran precisión las facultades de la Adminis-
tración estableciendo en el artículo 12 que «El Director de la publi-
cación está obligado a insertar, en cabeza del número más próximo 
del diario o publicación periódica, todas las rectificaciones que le 
sean dirigidas por un depositario de la Autoridad pública relativas 
a actos de su función que hayan sido inexactamente expuestas por 
el indicado diario o publicación periódica. En todo caso, estas rec-
tificaciones no excederán del doble del artículo al que responden. 
En caso de contravención, el director de la publicación será castiga-
do con una multa de 24.000 a 240.000 francos». El artículo 13 regula 
el derecho de respuesta ejercitable por los particulares, con lo que 
se establecían dos derechos autónomos y distintos, aunque de gran 
similitud externa. Como dice Biolley 4 «las condiciones de apertura 
de rectificación y réplica en la Prensa, la Radio y la Televisión: Reflexiones a 
la luz de nuestro Derecho Positivo, en Revista de Administración Pública, n.O 57, 
1968, págs. 141 y ss. 
4. Ob. loe. cito 
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del derecho de rectificación son más restrictivas que las relativas al 
derecho de respuesta: el derecho de rectificación sólo pertenece a 
los funcionarios. Estas condiciones son también más amplias, pues 
los funcionarios no tienen necesidad de ser nombrados o aludidos 
para ejercer su derecho: basta con que un acto de su función sea 
inexactamente expuesto ... En todo caso, las rectificaciones de funcio-
narios relativas a problemas de interés general se benefician de unas 
condiciones de inserción más favorables y de una protección judicial 
más eficaz que las respuestas dirigidas por los particulares». 
11. LEGISLACIÓN COMPARADA 5 
El ejemplo de la legislación francesa no fue seguido en su to-
talidad por las restantes legislaciones, y así podemos ver la existen-
cia de cuatro grupos: 
, 1.0 Legislaciones que, siguiendo el patrón francés, distinguen 
dos clases de derechos rectifica torios : el de rectificación propiamen-
te dicho, a favor de autoridades, y el de respuesta o réplica a favor 
de particulares. Se establecen unas condiciones de mayor protección 
para el derecho de rectificación de autoridades así como una mayor 
sanción para el caso de incumplimiento de los directores de los ór-
ganos informativos. Es el caso de la Ley de prensa de febrero de 
1908 de Irán, la Ley de prensa turca -arto 48-, y la Ley de Prensa 
e Imprenta española. 
2.° Legislaciones que sólo admiten una figura, bien la denomi-
nen derecho de respuesta o de rectificación, pero hacen constar ex-
presamente que podrá ser ejercido por particulares y autoridades. 
Las condiciones de ejercicio y las sanciones para caso de incumpli-
miento son las mismas para particulares que para Autoridades. 
Pueden citarse en este grupo la ley portuguesa de 24-2-75, la 
austriaca de 7 de abril de 1922 -artículos 23 y siguientes-, la Ley 
colombiana de 15 de diciembre de 1944 -artículo 19- 6, la Ley de 
5. Las citas de legislación comparada las hemos obtenido de los volúmenes 
Liberté de l'Information, Lake Success-New York 1950, editado por el Departa-
mento de Cuestiones Sociales de las Naciones Unidas. 
6. Es curioso que el artículo 21 establece que en caso de incumplimiento de 
sus deberes por parte del director de la publicación periódica, el juez «impondrá 
una pena pecuniaria de 100 a 1.000 pesos que el director del periódico abonará a 
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Luxemburgo de 20 de julio de 1869 modificada por la de 1.0 de ma-
yo de 1914 -artículo 23- y la mejicana de 1917 -artículo 27-. 
3.° Legislaciones que sólo admiten el derecho de respuesta o ré-
plica, sin hacer referencia expresa a si podrá ser utilizado por auto-
ridades y funcionarios. 
Pueden incluirse en este grupo la Ley belga de 20 de julio de 
1831 -arto 13-, la Ley danesa de 13 de abril de 1938 -arto 9-, la 
italiana de 8 de febrero de 1948 -arto 8-, la del Cantón suizo de 
Vaud de 14 de diciembre de 1937 -arts. 14 y siguientes-, el Código 
Penal noruego -arto 430- y el Código Penal de las Islas Seychelles 
-arto 191-. 
El hecho de que los respectivos preceptos de estas legislaciones 
no mencionen a Autoridades y Administración ¿ supone que quedan 
excluidos del ejercicio del derecho o podrán ejercitarlo en la misma 
forma que los particulares? Hemos de distinguir dos supuestos: 
a) Que el artículo o noticia que se intenta replicar contenga con-
ceptos erróneos y ofensivos atinentes a la persona de la Autoridad o 
funcionario de que se trate. En este caso no cabe la menor duda de 
que el perjudicado podrá ejercitar el derecho de réplica del mismo 
modo que los particulares. 
b) Que los conceptos que se intenta rectificar se refieran a ac-
tos realizados en el ejercicio de la función pública. En este caso, la 
atribución a Autoridades y funcionarios del derecho dependerá de 
las concepciones de cada país. Así por ejemplo, el portavoz belga en 
la respuesta a la demanda de información a los gobiernos como con-
secuencia de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Libertad 
de Información en Ginebra, marzo-abril de 1948, afirmaba que «el 
derecho de respuesta aparece como una salvaguardia del honor de 
las personas citadas por los periódicos que son las que únicamente 
pueden ejercerlo, pero no como un medio para que el Gobierno pue-
la persona física o moral que tuviera el derecho de exigir la inserción». Supone-
mos que en el caso de que el interesado sea un funcionario constituido en autori-
dad se dará un destino no privado al importe de la multa. 
El artículo 16 de la ley portuguesa de 24 de febrero de 1975, dice que «los 
periódicos están obligados a insertar, dentro de los dos números siguientes a con.. 
tar del recibo, en carta certificada, con acuse de recibo y firma reconocida la 
respuesta de cualquier persona, singular o colectiva, u organismo público... o el 
desmentido o retificación oficial de cualquier noticia en ellos publicada o repro-
ducida». Vid. el trabajo de CASTRO FARI~AS, La nueva Ley de Prensa portuguesa, 
en Revista Espafíola de la Opinión Pública, números 40-41, abril-septbre. 1975. 
150 FRANCISCO SOBRAO 
da combatir, de manera general, la difusión de noticias falsas». «En 
Suiza no existe ninguna prescripción pública que obligue a la prensa 
a difundir desmentidos oficiales» 7. En Italia, Terrou y Solal B pare-
cen dar por supuesto que funcionarios y autoridades resultan ampa-
rados por el art. 8 de la Ley de 8 de febrero de 1948, al decir que: 
«En la legislación italiana, el derecho de respuesta y rectificación 
aparecen confundidos». 
4.° Legislaciones que no reconocen derecho de réplica o rectifi-
cación ni a autoridades o funcionarios ni a particulares. Es el caso 
de Gran Bretaña, Australia, Canadá, Nueva Zelanda, Sudáfrica, Ho-
landa, Grecia, Argentina, Suiza a excepción del cantón de Vaud y 
Estados Unidos de Norteamérica. 
Sin embargo, las respuestas de los Gobiernos a la encuesta efec-
tuada por la O.N.U. a que anteriormente nos hemos referido, demues-
tran como práctica usual la admisión e inserción por la prensa de 
las rectificaciones oficiales que les son dirigidas. Así, se afirma que 
«la legislación de Estados Unidos no reconoce el derecho a publicar 
rectificaciones oficiales. Pero siempre en la práctica, los periódicos 
americanos hacen aparecer las rectificaciones formuladas por parte 
competente e interesada en el asunto que haya constituido el tema 
de artículos publicados por ellos. Este uso está codificado en las nor-
mas de periodismo de la Asociación Americana de redactores de 
prensa», y en «Suiza no existe ninguna prescripción pública que obli-
gue a la prensa de nuestro país a difundir desmentidos oficiales, 
aunque tales desmentidos interesen igualmente a otro país. Sin em-
bargo, en la práctica existen todas las garantías para que las rectifi-
caciones oficiales sean publicadas por la mayoría de la prensa 
suiza» 9. 
Como tónica general puede señalarse que las legislaciones que lo 
admiten, atribuyen al derecho de rectificación oficial una mayor 
contundencia que al derecho de réplica de los particulares, la cual se 
manifiesta fundamentalmente en la mayor premura en la inserción 
con más extenso espacio y en la superior cuantía de las sanciones 
previstas para caso de incumplimiento de sus deberes por el director 
del órgano informativo. Como características específicas de la regu-
lación del derecho en las distintas legislaciones, podemos indicar las 
siguientes: 
7. Vid. Liberté de l'information, cit. volúmen I, pág. 288. 
8. Loc. cit. pág. 359. 
9. La liberté de l'lnformation, cit. vol. I, págs. 289 y 295. 
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a) Titular 
Aunque lógicamente en todas las legislaciones, este derecho está 
atribuido a órganos de carácter oficial, difiere sin embargo en la con-
creción de a cuáles de estos lo atribuyen. Y así vemos que se hace a 
favor de «los depositarios de la autoridad pública» (Francia); «fun-
cionarios de Estado» (Turquía); «Organismos públicos» (Portugal); 
«funcionarios del Gobierno o de una Administración» (Irán); «cuer-
pos constituidos y sus miembros individualmente, así como a los fun-
cionarios públicos y a los cuerpos depositarios o agentes de la auto-
ridad pública» (Luxemburgo); «autoridad pública» (Austria); «fun-
cionarios públicos, organismos o instituciones» (Colombia); y, «auto-
ridades o empleados» (Méjico). 
b) Nacimiento del derecho 
También es general en todas las legislaciones la exigencia, para 
que nazca el derecho, de que la información que se pretende replicar 
se refiera a actividades propias de la función, pues si tuviera carác-
ter extraño a ella, procedería el derecho de réplica establecido para 
los particulares. Ahora bien, hay legislaciones que se mantienen en 
el terreno objetivo de la rectificación de los hechos, y así vemos que 
se habla de «actos de su función inexactamente expuestos» (Francia 
y Colombia); «rectificación de hechos publicados» (Austria); «hechos 
relativos al servicio que tienen en sus atribuciones» (Luxemburgo); 
y, «cualquier noticia en ellos publicada o reproducida» (Portugal). 
Otros en cambio, parece que no excluyen la réplica polémica de opi-
niones o afirmaciones, como la iraní que lo admite en los casos de 
«ataques a la situación». 
y en consecuencia, mientras unas legislaciones hablan de que el 
escrito podrá contener «todas las rectificaciones» (Francia) o «la rec-
tificación de hechos» (Austria), la legislación del Irán indica la pro-
cedencia de «objeciones y explicaciones». 
c) Condiciones de inserción 
En cuanto al lugar. La legislación francesa y la iraní imponen 
que el escrito de rectificación se inserte en cabeza o en la primera 
columna del periódico. El resto de las legislaciones exige la igualdad 
tipo-topográfica, o sea, la misma página y columna e igual tipo de 
letra. 
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Es normal imponer el respeto a la intangibilidad del escrito, o 
sea, que no se produzcan adiciones, supresiones o intercalaciones en 
el texto original. En lo relativo al plazo para inserción, es caracte-
rística de este derecho la urgencia, exigiéndose se haga en el número 
más próximo a la recepción del escrito en el órgano informativo. 
En lo referente al espacio, la legislación francesa e iraní, otorgan 
el doble del artículo que se quiere rectificar. Méjico el triple. Para 
este espacio se concede gratuidad. La legislación iranía prevé la po-
sibilidad de una mayor amplitud de espacio, pero con la obligación 
de abonar el exceso a un precio equitativo. 
Consecuencias del incumplimiento 
La sanción por incumplimiento tiene un mayor rigor en la legis-
lación francesa, turca e iraní. Debe ser doble de la imponible en los 
supuestos de derecho de réplica por particulares. 
Procedimiento 
Indicaremos que lo normal es que los titulares del derecho en-
víen los escritos directamente a los directores de los órganos infor-
mativos. Sólo nuestra legislación establece que se haga a través del 
Ministerio de Información y Turismo, pues la obligación similar que 
ordenaba el Decreto-ley portugués n.O 150/72 de 5 de mayo, ha que-
dado sin efecto por la ley de 24 de febrero de 1975. 
III. DERECHO ESPAÑOL 
Nuestra legislación siguió en esta materia el patrón francés. El 
derecho de réplica o respuesta de los particulares fue recogido en el 
arto 9 de la Ley de Imprenta de 17 de octubre de 1837 10• El artículo 11 
de la Ley de 7 de enero de 1879 va a decir que «todo periódico está 
obligado a insertar en uno de los tres primeros números después de 
su entrega, la comunicación que la persona, Tribunal, Corporación 
10. Vid. CENDAN PAZOS, Historia del Derecho español de Prensa e lmvrenta, 
(1502-1966), Madrid, 1974, pág. 122. 
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o Asociación autorizada por la ley que se creyeren ofendidos, o a 
quienes se hubiesen atribuido hechos falsos o desfigurados en el pe-
riódico, le dirigieren con el fin de vindicarse o de negar, rectificar, 
aclarar o explicar los hechos». Como vemos, manteniendo un único 
derecho de rectificación, establece la posibilidad de ejercicio por par-
te de sujetos de carácter oficial junto a los de carácter privado. La 
forma de ejercicio, las condiciones de inserción e incluso las respon-
sabilidades por incumplimiento, son las mismas para unos y otros 11. 
La ley francesa de 29 de julio de 1881 al diferenciar en sus artícu-
los 12 y 13 el derecho de respuesta de Autoridades y particulares, 
vino a influir en la ley española de Imprenta de 26 de junio de 1883, 
que si bien mantiene una sola figura en su artículo 14 al decir que 
«todo periódico está obligado a insertar las declaraciones o rectifica-
ciones que le sean dirigidas por cualquier autoridad, corporación o 
particulares que se creyeren ofendidos por alguna publicación hecha 
en el mismo, o a quienes se hubieren atribuidas hechos falsos o des-
figurados», viene posteriormente a diversificarlas el establecer un dis-
tinto plazo para la inserción -primer número para rectificación de 
autoridades y uno de los tres primeros para particulares- y unas 
diversas consecuencias para caso de incumplimiento, ya que según 
el artículo 16 si se condenara al demandado en juicio verbal civil 
por autoridad, se le impondrían siempre las costas y una multa de 
300 pesetas; en cambio, si el demandante fuera un particular, sólo 
se le impondrán las costas con arreglo a la Ley de Imprenta, y para 
11. El artículo 11 sigue diciendo: «Esta comunicaclOn deberá insertarse en 
la primera plana del periódico, o por lo menos en una plana y columna iguales 
a las en que se publicó el articulo contestado o rebatido; la inserción será gratuita 
siempre que no exceda del duplo del artículo; si excediere, deberá pagar el comu-
nicante por el exceso el precio ordinario que tenga establecido el periódico; la 
comunicación se insertará íntegra y sin intercalación en su texto. 
Del contenido de la comunicación responderá el que la suscriba. En caso de 
ausencia o muerte de la persona agraviada, tendrán igual derecho, y podrán usar 
de él, su cónyuge, hijos, padres, hermanos y herederos». 
El artículo 12 dice: «Si el Director, fundador, gerente o encargado del perió-
dico se negare a insertar la comunicación a que el artículo anterior se refiere, el 
interesado podrá acudir al Juez Municipal en juicio verbal, con arreglo al arto 
1.166 y sigtes. de la Ley de Enjuiciamiento CiviL 
Si el fallo ejecutorio fuere favorable al comunicante, la inserción de su co-
municado irá encabezada por la sentencia; no se acompañará observación alguna 
por parte del periódico; y se hará la inserción en la primera plana de uno de 
los tres primeros números que se publiquen después de la citación o notificación». 
Ley de Imprenta 1879. 
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obtener una sanClOn habría de iniciarse juicio de faltas con base en 
el artículo 584-1.° del Código Penal de 1870 que sancionaba con mul-
ta de 25 a 125 pesetas 12. 
Jiménez Asenjo 13 afirma que «la Ley de Imprenta de 1883 re-
suelve el problema bajo un torcido sentido privado que no se com-
pagina adecuadamente con su naturaleza jurídica pública ... se san-
ciona una jurisdicción revisoria de la penal condenatoria, anómala 
de nuestro sistema legal, ya que esta última es, por principio, pre-
ponderante». Creemos que no existe en la jurisdicción civil el carác-
ter revisorio de la penal que le atribuye el insigne jurista, pues esti-
mamos que el juicio verbal que establecía el artículo 16 tenía carác-
ter declarativo del derecho en el demandante y que sólo una vez de-
clarado e incumplido era cuando el particular podía acudir a la ju-
risdicción penal al amparo del artículo 584-1.° del Código Penal. En 
lo que sí estamos de acuerdo con Jiménez Asenjo es en que la solución 
del artículo 16 era extraña, pues así como en lo que al derecho de los 
particulares se refiere establecía un iter lógico -declaración del de-
recho en vía civil y sanción penal de incumplimiento-, en cambio en 
cuanto al de autoridades se establecía una sanción en la vía civil y no 
se creó tipo alguno en la esfera penal, circunstancia que aún sobrevi-
ve en nuestros días en que el vigente Código Penal no contempla en 
12. Sigue diciendo el artículo 14: 
«El escrito de aclaración o rectificación se insertará en el primer número que 
se publique cuando proceda de una Autoridad, y en uno de los tres números si-
guientes a su entrega si procede de un particular o Corporación, en plana y co-
lumna iguales y con el mismo tipo de letra a las en que se publicó el artículo o 
suelto que lo motive, siendo gratuita la inserción siempre que no exceda del duplo 
de líneas de éste, pagando el exceso el comunicante al precio ordinario que tenga 
establecido el periódico. 
El comunicante deberá, en todo caso, circunscribirse al objeto de la aclara-
ción o rectificación». 
Artículo 16. «Si el comunicado no se insertase en el plazo que fija el artículo 
14 podrá la Autoridad o particular interesado demandar a juicio verbal, con arre-
glo a las disposiciones de la Ley de Enjuiciamiento civil al representante del pe-
riódico. 
El juicio versará exclusivamente sobre la obligación de insertar el comuni-
cado. Si la sentencia fuera condenatoria se impondrán siempre las costas al de-
mandado, y se mandará insertar por cabeza del escrito en uno de los tres prime-
ros números que se publiquen después de la notificación; en este caso, y si el 
comunicado procediese de una Autoridad, se impondrá, además, al representante 
del periódico una multa de 300 ptas.». 
13. Enciclopedia jurídica Seix, voz «Delitos de Imprenta». 
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su artículo 566-1.° la rectificación procedente de autoridades sino la 
de «la persona ofendida o cualquiera otra autorizada para ello ... (y) 
en el caso de ausencia o muerte del ofendido ... sus hijos, padres, 
hermanos o herederos», Tal vez porque se considerará que la negati-
va al cumplimiento de lo dispuesto en la sentencia judicial podría 
constituir el delito de desobediencia. 
La Ley de Prensa de 22 de abril de 1938, más que a regular el 
derecho, parecía atender a la eficacia en el ejercicio del mismo al 
establecer en el párrafo 2.° del artículo 18 que «sin perjuicio de la 
sanción penal que proceda, las autoridades, las personas naturales y 
los representantes de personas jurídicas, públicas o privadas, agra-
viadas por actuaciones periodísticas ofensivas, insidiosas, o simple-
mente contrarias a la verdad, podrán recurrir gubernativamente ante 
la Jefatura del Servicio Nacional de Prensa para que decida sobre la 
rectificación procedente y proponga, en su caso, al Ministerio la san-
ción que estime oportuna». 
El Decreto de 13 de marzo de 1953 reguló el derecho de rectifi-
cación en la prensa periódica y no indica con claridad el ámbito de 
los bienes que protege, pues mientras en el primer párrafo de su 
preámbulo dice que «se hace preciso desarrollar las normas que ac-
tualicen y regulen el derecho de rectificación o respuesta de los par-
ticulares», el último dice que «el presente Decreto, tiene por finali-
dad desarrollar y completar lo establecido en los artículos 14, 15 Y 
16 de la citada Ley, (la de Imprenta de 1883), poniendo en armonía 
al último precepto con las atribuciones que señala la vigente Ley de 
Prensa de 22 de abril de 1938». Tampoco el Decreto de 11 de septiem-
bre de 1953 que regula el derecho de rectificación en la Radiodifu-
sión contiene referencia concreta a su ejercicio por Autoridad, e in-
cluso, en su preámbulo, resalta el carácter de defensa del honor per-
sonal y familiar, de conformidad con el artículo cuarto del Fuero de 
los Españoles. 
La normativa vigente en esta materia está constituida por la Ley 
de Prensa e Imprenta de 18 de marzo de 1966 que en su capítulo IX 
trata «de los derechos de réplica y rectificación» que regula como 
dos derechos diferenciados, -derecho de réplica, art. 58; derecho de 
rectificación, arto 62-, aunque con similitud en cuanto a las condi-
ciones de inserción -art. 60-. Los preceptos de la Ley relativos al 
derecho de rectificación fueron desarrollados por el decreto 745/1966 
de 31 de marzo que establece las normas reglamentarias a que ha de 
ajustarse su ejercicio y la obligatoriedad de inserción legalmente de-
terminada. 
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Como rasgos característicos del derecho de rectificación encom-
paración con el derecho de réplica podemos indicar los siguientes: 
1.° El escrito de rectificación ha de insertarse en el número si-
guiente a su recepción. El escrito de réplica en uno de los tres nú-
meros siguientes al día de su entrega (arts. 62 y 61 de la Ley de 
Prensa). 
2.° El acto de remisión por la Dirección General de Prensa o la 
Delegación Provincial de Información y Turismo de las notas de rec-
tificación con orden de inserción, es inmediatamente ejecutivo, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 101 de la Ley de Procedi-
miento Administrativo, y el Decreto 745/66 no menciona la posibili-
dad de recurso. 
Por el contrario, el artículo 19 del Decreto 746/66 que regula el 
ejercicio del derecho de réplica parece alterar la teoría normal de 
ejecutividad de los actos administrativos al afirmar que «cuando se 
resuelva por el Delegado Provincial de Información y Turismo la 
procedencia de la distribución o inserción de réplica, podrá ordenar-
se, sin perjuicio de la responsabilidad que proceda la inserción soli-
citada ... ». Correlativamente el artículo 21 del Decreto 746/66 otorga 
recurso de alzada ante el Ministro de Información y Turismo y con-
tencioso-administrativo contra la resolución de éste. 
3.° Así como el incumplimiento por el director de la publicación 
de los deberes en materia de derecho de réplica es considerado como 
falta leve por el artículo 68. 2 de la Ley de Prensa, dicho precepto en 
su número 1. a) lo considera como falta grave en materia de derecho 
de rectificación, «siempre que exista requerimiento expreso al efec-
to». De faltar éste, sería también falta leve. 
IV. DELIMITACIÓN DE CONCEPTOS AFINES 
Hemos de distinguirlo del derecho de réplica y del derecho de 
rectificación en radiodifusión -ambos correspondientes a los parti-
culares- de una parte, y del derecho de insertar comunicaciones de 
interés general que reconoce a la Administración y las Entidades pú-
blicas el artículo 6.° de la vigente Ley de Prensa. 
Del estudio de la evolución histórica de las instituciones y de la 
realidad de la legislación comparada actual aparece que los términos 
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derecho de rectificación, de respuesta y de réplica participan de una 
cierta confusión y no definen inequívocamente los diversos derechos, 
sino que el alcance y contenido de cada expresión se hace formalmen-
te y por definición legal, que no llega a coincidir en las diversas legis-
laciones. Así vemos que normalmente se califica como derecho de 
rectificación al que corresponde a las autoridades y derecho de res-
puesta al que corresponde a los particulares. 
Así lo hace nuestra vigente Ley de Prensa e Imprenta. No obstan-
te queda el residuo en nuestra patria del Decreto de 11 de septiembre 
de 1953 que, al regular el tema en la Radiodifusión, denomina dere-
cho de rectificación al que corresponde a los particulares ante cual-
quier alusión difundida en una emisión de radio. 
También hemos de distinguir entre el Derecho de rectificación y 
el establecido por el artículo 6.° de la Ley de Prensa según el cual «las 
publicaciones periódicas deberán insertar y las agencias informativas 
distribuir, con indicación de su procedencia, las notas, comunicacio-
nes y noticias de interés general que la Administración y las Entida-
des públicas consideren necesario divulgar y sean enviadas a través 
de la Dirección General de Prensa, que las cursará cuando las estime 
procedentes por su inserción con la extensión adecuada». 
La realidad es que con esta facultad tan genérica y amplia con-
cedida a la Administración y Entidades públicas, podría haberse pres-
cindido del Derecho de rectificación que, por su carácter específico, 
puede considerarse englobado en el anterior. Como diferencias entre 
uno y otro podemos establecer las siguientes: 1.a Que mientras lo que 
la práctica usual denomina «comunicado oficial» se produce por ini-
ciativa de la Administración para informar a la comunidad de aspec-
tos de interés general cuyo conocimiento se considera conveniente o 
necesario, el escrito de rectificación es antídoto de una información 
errónea o que exige aclaración .. - 2.° Que mientras la naturaleza ju-
rídica de la obligación del director del periódico de insertar el «comu-
nicado oficial» hay que encontrarla en la potestad de imperium típi-
ca del Estado que le permite imponer prestaciones personales a los 
súbditos en favor del bien común, en el caso del derecho de rectifica-
ción puede enlazarse, además 14, con la culpa extracontractual que 
14. Para DESANTES GUANTER, «más que derecho aparece en la Ley como po-
testad de rectificación», vid El auto control de la actividad informativa, Madrid, 
1973, pág. 72, nota 66 in fine. 
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impone el deber de restablecer una situación cuya realidad se ha al-
terado por una información confusa e inexacta. - 3.° Que mientras 
que en el comunicado o nota oficial el director del periódico tiene 
libertad en cuanto a la forma y lugar de inserción, en el derecho de 
rectificación se ve limitado por el deber de igualdad tipo-topográfica, 
o sea, que habría de insertar el escrito en la misma plana y columna 
y con los mismos caracteres tipográficos. 
V. CONCEPTO y CARACTERES 
De los términos del artículo 62 de la Ley de Prensa e Imprenta, 
se puede considerar el derecho de rectificación como la facultad con-
cedida a Autoridades y Organos de la Administración de remitir no-
tas o comunicados para inserción a los directores de Agencias Infor-
mativas y Publicaciones periódicas, con objeto de aclarar o corregir 
informaciones publicadas sobre actos propios de su competencia o 
función. En nuestro Derecho ofrece la característica de que la remi-
sión ha de efectuarse a través de la Dirección General de Régimen 
Jurídico de la Prensa o de las Delegaciones Provinciales de Informa-
ción y Turismo. 
Como notas características podemos indicar las siguientes 
1.0 La finalidad del derecho de rectificación es la tutela de inte-
reses de carácter público en cuanto tiene por objeto aclarar o corre-
gir informaciones publicadas sobre «actos propios de la competencia 
o función». Es el derecho a que las Autoridades y la Administración 
puedan hacer llegar hasta lo que Walter Lippman denominaba «Tri-
bunal de la Opinión Pública» la verdadera realidad de sus activida-
des, lo cual es muy importante, porque si ciertamente a la comunidad 
le corresponde la facultad de criticar la acción política y administra-
tica, es claro que los que la llevan a cabo pueden exigir que se infor-
me verazmente de las actividades sobre las que va a recaer el juicio 
público y que éste se asiente sobre bases reales. 
2.° En consecuencia, la nota característica de este derecho no 
es que la información a rectificar se refiera a autoridades u órganos 
de la Administración, sino que lo haga concreta y específicamente a 
«actos propios de su competencia y función». Por tanto, Autoridades 
y Organos de la Administración, citados o aludidos por informacio-
nes o comentarios insertos en publicaciones periódicas que les atañen 
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personalmente pero no con ocasión de actos propios de su competen-
cia o función, podrían ejercitar el derecho de réplica previsto en los 
artículos 58 y vigentes de la Ley de Prensa e Imprenta, pero no el 
derecho que estudiamos en este trabajo. 
3.° Su carácter no es represivo, de sanClOn, sino reparador de 
un equilibrio alterado por una información errónea o confusa. 
4.° Es una institución -al igual que el derecho de réplica- tí-
pica del Derecho de la información. La inexactitud o confusión que 
se refuta ha de haberse producido en un órgano informativo pe-
riódico, y más concretamente, en la situación actual, en un órgano de 
prensa. Si se produjera en un libro o cualquier otra clase de publica-
ción unitaria, sólo cabe el secuestro en los casos y forma prevista en 
el artículo 64.2 de la Ley de Prensa. 
Sin embargo, hemos de aclarar, que entre derecho de réplica y 
derecho de rectificación sólo existe como denominador común el de 
la identidad en las condiciones de inserción del escrito de respuesta 
(igualdad tipo-topográfica y gratuidad). El fundamento y la natura-
leza jurídica son distintos en una y otra institución. 
5.° El ejercicio del derecho de rectificación es discrecional para 
sus titulares que apreciarán la conveniencia de actuarlo o no. En 
este sentido, considera la sentencia de 22 de enero de 1970 que el 
«derecho de rectificación que establece el artículo 62 de la Ley de 
Prensa de 18 de marzo de 1966 y desenvuelve el Decreto 745, de mar-
zo de 1966, es un derecho establecido a favor de la Administración y 
sus autoridades y una obligación de los directores de la Prensa de pu-
blicar prácticamente cuantas notas o comunicados les remitan aqué-
llas a través de la Dirección General de Prensa o de las Delegaciones 
Provinciales del Ministerio de Información y Turismo, rectificando o 
aclarando información publicada sobre actos propios de su compe-
tencia o función, pero ello no supone, ni remotamente que la Auto-
ridad tenga obligación de ejercitar su derecho, y si bien es verdad que 
pudo hacerlo, estimó más conveniente, sin duda por tener en cuenta 
que la noticia publicada estaba incursa en una infracción de la Ley 
de Prensa, la formación de expediente, y este criterio, absolutamente 
discrecional, no infringe el ordenamiento jurídico, ni puede ser causa 
determinante de la nulidad del acto administrativo». 
6.° ¿ Cabría atribuir a la rectificación un valor profiláctico res-
pecto a responsabilidades derivadas del contenido de un texto consi-
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derado lesivo? Desantes 15 plantea el tema de si la alteración de la 
verdad, que es rectificable, es también sancionable, y dice que en rea-
lidad son dos problemas: «El primero, si habiendo posibilidad de 
rectificación es legítimo incoar el expediente sancionador. El segun-
do, si una vez rectificado el error conforme a la Ley, es jurídicamente 
posible sancionar la falta administrativa que constituye. La misma 
duda aconseja adoptar la solución más favorable al medio informa-
tivo, lo que no ha sido siempre la solución de la jurisprudencia». 
Al plantear Desantes la cuestión en el terreno de la responsabili-
dad administrativa compartimos su criterio, aunque no la motiva-
ción en que lo basa, ya que estimamos que no es que la rectificación 
insertada deba constituir exención de responsabilidad administrativa 
sino que lo que cabe cuestionar es la procedencia de una potestad 
administrativa sancionadora en materia de prensa. Sentado el prin-
cipio de libertad de información, la doctrina estima que, para que los 
límites -indudablemente necesarios- no asfixien la libertad misma, 
deben cumplir cuatro requisitos: 1.0 Que respondan a un interés so-
cial reconocido. - 2.° Que sean establecidos por disposición dictada 
por el Organo legislativo. - 3.° Que no existan medidas preventivas 
ni control administrativo, sino responsabilidad posterior. - y, 4.° Que 
la corrección de las posibles infracciones se efectúe por la Autoridad 
judicial -que representa la independencia y la imparcialidad- y no 
por el ejecutivo que es parte interesada en la cuestión. Si a los órga-
nos informativos les corresponde una tarea de crítica y control de la 
gestión administrativa, es claro que no debe ser la Administración 
-parte en litigio -la que califique y corrija lo que estime como abu-
so, ni siquiera aunque haya la posibilidad de acudir ante los Tribu-
nales para revisar la actuación administrativa. Como dicen Rivers y 
Schramm 16 a este respecto, «la responsabilidad de los gobiernos es 
clara, amplia y casi enteramente negativa: Deben mantener sus ma-
nos fuera de los mass communication». 
En cambio, en el campo penal, creemos que el hecho de insertar 
un comunicado de rectificación no tiene carácter eximitorio de la 
responsabilidad que se hubiera podido contraer, salvo una posible 
aplicación del artículo 464 del Código Penal en los casos de calumnia 
o injuria encubierta. La realidad es que la publicación del escrito rec-
15. DESANTES GUANTER, La verdad en la Información. Valladolid!, 1976, 
pág. 139. 
16. Ob. cit. pág. 234. 
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tificatorio tiende a reparar el daño causado eliminando sus efectos, 
pero ésta es una de las modalidades comprendidas en la responsabi-
lidad civil que deja subsistente la responsabilidad por la lesión de 
un bien penalmente protegido. Así vemos que el artículo 16. 8 de la 
reciente Ley de Prensa portuguesa de 24 de febrero de 1975 dice que 
«el derecho de réplica es independiente de un proceso criminal, por 
el hecho de la publicación, así como del derecho a la indemnización 
por los daños causados. 
Iure condito, la situación en nuestra legislación positiva es la de 
que el ejercicio del derecho de rectificación es compatible con el de 
las acciones de carácter penal o administrativo que procedan, pues 
el interés público puede requerir la imposición de la pena correspon-
diente si los conceptos rectificados fueran constitutivos de delito, o 
de sanción administrativa si se hubieran infringido los límites del 
respeto a la verdad o a las Instituciones y a las personas en la crítica 
de la acción política y administrativa que establece el artículo 2.° de 
la Ley de Prensa. 
En este sentido tiene afirmado la Sala 3.a de nuestro Tribunal 
Supremo en su sentencia de 30 de septiembre de 1970, en un caso de 
sanción por falta de respeto a la verdad, que «está bien acreditada la 
infracción y sancionado el recurrente como responsable de ella al ser 
director de la publicación, con independencia de que la Autoridad 
gubernativa haya utilizado el derecho de rectificación, que no tienen 
la finalidad de eximir o exonerar la sanción a las faltas administrati-
vas de Prensa». 
VI. FUNDAMENTO 
Al ocuparnos de la legislación comparada, ya dejamos constan-
cia de cómo hay un grupo de países cuya legislación no admite, o in-
cluso es hostil al derecho de rectificación. Se estima que la censura, 
principal obstáculo a la libertad de expresión, tanto tiene una faceta 
positiva que es la de prohibir decir lo que se quiera, como otra nega-
tiva, que es la de obligar a decir aquello que no se quiere. La mani-
festación característica de la censura en su aspecto negativo serían 
las denominadas «consignas», propias de la prensa dirigida en los 
países totalitarios y que puede revestir dos formas: La de orden de 
insertar un escrito sin firma ni fuente de procedencia, o la de facilitar 
un guión a cuyos puntos ha de atenerse el periodista para desarro-
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llarlo. En ambos casos se hace aparecer el texto como de producción 
espontánea del órgano informativo, al objeto de que parezca un refle-
jo de la opinión pública, con lo que al mismo tiempo se la forma. 
Pero hay países que ven no sólo en las consignas un claro ataque 
a la libertad de prensa, sino también en los comunicados oficiales de 
inserción obligatoria o en las notas de rectificación oficial e incluso 
en las de réplica de particulares. Encontramos un exponente de esta 
doctrina en la sentencia del Tribunal Supremo de los Estados Unidos 
de junio de 1974, en el llamado «caso Florida», que declaró anticons-
titucional una ley que estableciera el derecho de réplica, en cualquie-
ra de los Estados de la Unión, afirmando que «la primera enmienda 
erige una barrera virtualmente insuperable entre el Gobierno y la 
prensa, en lo que se refiere a toda intromisión gubernamental res-
pecto a noticias y editoriales, antes de su publicación. El Gobierno no 
puede exigir a un periódico que imprima lo que sin esa exigencia no 
imprimiría; la inclusión obligatoria de alguna información viene a 
equivaler a la censura .. . La gravedad del daño que puede producir 
una información errónea o deformada, se considera inferior al peli-
gró en que se colocaría a la libertad de prensa si se permitiera la in-
vasión de los medios informativos por los particulares y organismos 
oficiales, so pretexto de corregir informaciores erróneas» 17. 
Esta posición maximalista no sólo no es generalmente compar-
tida sino que, incluso, se están produciendo acuerdos internacionales 
en total y absoluta contraposición con ella. Así, la 3.a Comisión de la 
Asamblea General de la ONU en su reunión de 1961 elaboró el arto 4.° 
del Proyecto de Convención relativa a la libertad de información en 
el que establece que «los estados contratantes reconocen que el dere-
cho de respuesta es un corolario de la libertad de información»; el 
artículo 14 de la Convención Americana de Derechos Humanos de 22-
XI -1969 incluye como derecho de todo hombre el de replicar o recti-
ficar en el mismo medio; y la Comisión de Ministros del Consejo de 
Európa en la reunión de 2 de julio de 1974 adoptó una resolución so-
bre el derecho de respuesta individual en la prensa, radio y televisión, 
que venía a colmar, en su opinión, una laguna de la Convención Euro-
pea de Derechos. 
17. Vid. el texto de la sentencia en nuestro trabajo Informaoión y Dereoho 
de réplioa, Madrid 1974, pág. 36, o en nuestro artículo Fundamento y naturaleza 
jurídiCa del dereoho de réplioa, en la Revista de Legislación y Jurisprudencia, 
noviembre 1974. 
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Vemos, por tanto, que incluso en esferas de matiz liberal, no 
toda inserción forzosa es considerada como un ataque a la libertad 
de expresión, sino por el contrario, y en algunos casos, como una ga-
rantía del individuo. Habría que aceptar que de la misma manera 
que la libertad de expresión tiene sus límites, también los tiene la 
libertad de no expresión. ¿ Hasta qué punto llega el derecho a no ser 
obligado a difundir? Parece forzoso admitir que los medios informa-
tivos pueden insertar informaciones erróneas relativas a actuaciones 
de las Autoridades o de la Administración, que parezca necesario co-
rregir. ¿Tendrán que hacerlo por medio del Boletín Oficial? De aquí 
que varias legislaciones concedan el derecho de rectificación, aunque, 
ciertamente, cabe pensar en la posibilidad de abusos que, de hecho, 
se producen. 
¿ Cuál es el bien jurídico que -en tales legislaciones- se intenta 
proteger con esta figura? Roux 18 afirmaba que «si es necesario que 
todo ciudadano pueda defenderse con iguales armas contra los adver-
sarios, esta necesidad es aún más urgente cuando es la autoridad pú-
blica la que se pone en entredicho. Es preciso, entonces, que los tes-
tigos del menosprecio sufrido, reciban el contraveneno de la mano 
de los encargados de defenderla, y demostrar -desvaneciendo las pér-
fidas insinuaciones de los detractores- que no se ha hecho indigna 
del respeto debido». Como vemos, le daba un cierto carácter subjeti-
vo de reivindicación de un menosprecio, que aún yendo incluida en-
tre los fines perseguidos no es, sin embargo, el fundamental, ya que 
ello podría obtenerse por medio del derecho de réplica»: 
Existen autores que hallan el fundamento en «los mismos prin-
cipios de la justicia» 19 lo que, si bien es cierto, aparece como insufi-
ciente por su genericidad. PUGLIA lo encuentra en la propia misión 
de la prensa: «si la prensa periódica tiene una misión moral y emi-
nentemente cívica, si debe formar la opinión pública, controlar la 
conducta de los funcionarios públicos, etc., el derecho reconocido a 
la persona nombrada o indicada en el periódico de hacer insertar la 
respuesta a los artículos publicados y la obligación en el gerente de 
publicarla, constituyen dos fuerzas jurídicas convergentes en la fina-
18. La loi du 29 juillet 1881 et les délits de presse, París 1882, pág. 20. 
19. ROUX, ob. cito pág. 19 dice: «Los artículos 12 y 13 consagran un derecho 
que resulta de los mismos principios de los justicia». Para DELLEDONNE, en Nuovo 
Digesto Italiano, Turín 1938, voz «Inserzione», se basa en «un fin de honestidad 
y justicia». 
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lidad de mantener el prestigio de aquella misión» 20. Para Desantes 21 
se halla en el restablecimiento de la objetividad informativa. Partien-
do de la base de que la información debe ser no sólo veraz sino com-
pleta, cualquier error o confusión que pueda producirse en relación 
cón cuestiones que afecten a la res publicae y su gestión, puede lesio-
nar tres bienes: 
1.° El bien del orden social e incluso público que puede verse 
alterado como consecuencia de las tensiones a que pueden dar lugar 
algunas informaciones inexactas y que pueden exigir una urgentísima 
actuación de los poderes públicos encargados de su conservación 22. 
2.° El derecho de los gestores públicos a que la imagen de su 
actuación que se ofrezca a la comunidad se ajuste a la realidad de 
una manera clara y objetiva, pues si ciertamente están sometidos a 
la crítica de la acción política y administrativa, es claro que para que 
ésta pueda ejercerse con honestidad ha de poder partir de datos rea-
les y no alterados o insuficientes 23. 
3.° El derecho de los miembros de la comunidad a una correcta 
información en función de la cual se hallarán la eficacia y el acierto 
20. En la Enciclopedia de PESSINA, vol. IX, voz «Reati di Stampa», Milán 
1909, pág. 1.056. 
21. La Información como Derecho, cit. pág. 368. 
22. Para KRIEG el fundamento del derecho de rectificación se halla «en la 
necesidad de asegurar al Gobierno el normal desarrollo de sus delicadas funcio-
nes y evitar la publicación de noticias o comentarios que, en cualquier modo, 
puedan turbar u obstruir su actuación». UGO KRIEG, La Legislazione penale BU-
lla Stampa, MUán 1942, pág. 61. 
23. La Sala Tercera del Tribunal Supremo en su sentencia de 23 de marzo 
de 1974, interpretando el art. 2.° de la Ley de Prensa afirma: «Que si bien el res-
peto a la autoridad no impide el ejercicio de una crítica responsable puesto que 
frente a los derechos del Estado que como representantes del bien común, tiene 
que tener los atributos necesarios para hacer posible la defensa y garantía de los 
derechos de todos los nacionales y la de sus propios derechos naturales ya que 
un Poder público débil, sin fuerzas suficientes para cumplir eficazmente con sus 
deberes de conservación de la paz y el orden social y de garantizar sus legítimos 
derechos de las personas que lo integran sería fuente de anarquía y causa de 
perturbaciones de todo orden, por lo que es incuestionable que el Estado o 
Poder público tiene que ser siempre firme y robusto para poder cumplir con su 
deber; pero, esto no lleva consigo ni impide el derecho que debe reconocerse a 
los ciudadanos a manifestar su parecer sobre la actividad de los poderes públicos 
y opinar o criticar líbremente sobre las obligaciones e incluso sacrificios que se 
les impongan, derecho de la critica que la Ley de Prensa no prohibe, pues, sólo 
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de su participación política que es pieza fundamental en los regíme-
nes democráticos. Como dice Desantes 24 «el elemento constitutivo de 
la participación es la decisión ... Toda decisión -y, por supuesto, la 
decisión política- debe constituir, aunque no fuera necesario decirlo 
por axiomático, una decisión prudente; es decir, basada en la reali-
dad de las cosas y en la reflexión de las personas». 
VII. NATURALEZA JURÍDICA 
La ordenación legal de la prensa en el pasado siglo se opera den-
tro de unas concepciones jurídicas en que tienen gran peso dos ideas; 
primera, la del carácter preponderante del derecho de libertad de 
expresión que debía de estar a cubierto de todo aquello que, aún re-
mota o indirectamente pueda constituir una restricción, y muy sig-
nificadamente si tal peligro proviene de una actuación del Poder pú-
blico. La segunda es la del carácter absoluto del derecho de propie-
dad, la cual se opone a las restricciones o limitaciones del dominio, 
no surgida aún la concepción de éste como función social. Ideas que 
mantienen cierta influencia en la actualidad, como lo demuestra el 
hecho de que BLÍN y sus colaboradores 25 nos digan que «el derecho 
de rectificación aparece como una medida que puede parecer que 
ataca a la libertad de prensa, ya que equivale a una requisa de las 
columnas de un diario o publicación periódica y que constituye un 
ataque al derecho de la propiedad sobre el diario. Esta requisa se ex-
plica por la falta que constituye el hecho de publicar una información 
considera punible la falta del respeto debido a las Instituciones y a las personas 
no la crítica a la labor del Gobierno, con tal que se respete debidamente la auto-
ridad legítima y se dejen a salvo, en todo caso, a las personas que desarrollan una 
labor de Gobierno y las exigencias de la justicia y de la verdad». 
DESANTES GUANTER, en La Información como Derecho, Madrid 1974, pág. 
71, díce que «el derecho a la crítica política se relaciona con la conciencia de 
responsabilidad que impone al hombre vigilar el tipo de funcionamiento del orden 
político para evitar los daños que provoca en la comunidad un inapropiado plan-
teamiento o resolución de los problemas que la vida plantea cotidianamente al 
gobernante. El derecho a la crítica, en cuanto entraña sentido de la responsabili-
dad, no deja de tener, como todo derecho, su vertiente de deber. Deber de criticar 
y deber de ejercitar honestamente la crítica». 
24. La Información como Derecho, pág. 30. 
25. BLIN, CHAVANNE y DRAGO, Traité du Droit de la Presse, (Code BARBIERI), 
París 1969, pág. 41. 
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inexacta y por la excepcional perturbación social que puede causar 
tal falta, tratándose de actos de la autoridad pública». 
En principio, y siempre que el derecho se ejercite con rectitud y 
mesura, no consideramos que exista ataque a la libertad de expresión. 
Como hemos dicho en otro lugar 26, podrá suponer una limitación de 
la libertad del periódico en cuanto se le obliga legalmente a insertar 
un escrito, pero no limitación de la libertad de Prensa, concebida co-
mo institución, que por el contrario ve acrecidas sus fuentes informa-
tivas y permite al público conocer otra versión sobre el tema. 
BLíN, al estudiar este derecho, afirma que «se explica por la falta 
que constituye e! hecho de publicar una información inexacta». Con 
ello se da entrada a su encaje dentro de la figura de la responsabili-
dad extracontractual. Cierto que la información errónea o confusa 
puede tener tal carácter intencionadamente algunas veces y obedecer 
a falta de empleo de la diligencia debida en otras, pero no deja de 
producirse en muchas ocasiones por circunstancias imponderables a 
pesar de que e! profesional actúe con el mayor celo y diligencia. En 
los dos primeros casos tendríamos claramente la responsabilidad ex 
delicto o ex quasi delicto. Pero incluso en e! tercer puesto, la moderna 
doctrina sobre la responsabilidad evoluciona hacia la idea de que el 
hombre es responsable de todo daño, incluso del no culposo, que su 
conducta produzca a terceros, idea que se ha concretado en Derecho 
Laboral en e! concepto de responsabilidad por riesgo profesional que 
parte de la base de que la empresa es un complejo de actividades y 
de riesgos inseparables. Si la empresa es la creadora del riesgo -en 
cuanto éste es inseparable de la actividad- y al mismo tiempo es la 
que obtiene e! beneficio, parece lógico que sea a ella a quien corres-
ponda la responsabilidad por los daños que puedan resultar de su 
actividad. Serían riesgos profesionales previstos. 
No obstante, y aunque efectivamente puede encuadrarse la natu-
raleza jurídica del derecho de rectificación en el campo de! Derecho 
Privado como una manifestación de la responsabilidad extracontrac-
tual, creemos que en realidad, su verdadero encaje se halla en el 
campo del Derecho Público porque son intereses públicos los que se 
protegen. Tengamos en cuenta que, aunque no existiera el derecho de 
rectificación que establece el artículo 62 de la Ley de Prensa e Im-
prenta, existe e! artículo 6.° del mismo cuerpo legal, en virtud del cual 
26. Vid. nuestro trabajo sobre Información y derecho de réplica, antes ci-
tado. 
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las publicaciones periódicas habrán de insertar las comunicaciones 
oficiales que la Administración y las entidades públicas consideren 
necesario divulgar. 
Dentro del campo del Derecho Público cabría su encaje en la fi-
gura de la requisa, como incautación parcial del uso de bienes de 
propiedad privada para fines de interés público, establecida por dis-
posición legal y decretada por autoridad competente. No obsta a ello 
la circunstancia de que la inserción sea gratuita, pues si bien el ar-
tículo lOS. 1. de la Ley de Expropiación forzosa establece que «toda 
prestación por requisa da derecho a una indemnización ... », el mismo 
precepto en su número 3 demuestra que ésta no es consustancial a la 
institución al decir que «no será indemnizable la prestación de aloja-
miento ... ». Jordana de Pozas 7:/ dice que «la inserción obligatoria y 
gratuita de determinados textos en la prensa o en el programa de 
emisión pudiera asemejarse a ciertas limitaciones muy graves de los 
derechos de propiedad, como las llamadas servidumbres administra-
tivas, por lo que en buenos principios cabe aceptarlas». 
Sin embargo, las circunstancias en que se produce la relación ju-
rídica en estos casos, en que no hay ocupación ni posesión de bienes 
y en que la prestación que se impone es mixta de bienes y operarios, 
nos induce a incluir la obligación que del mismo surge entre lo que la 
doctrina administrativista denomina «deberes públicos de prestación» 
y que define LUCIFREDI 28 como «aquellas obligaciones jurídicas de los 
particulares en fuerza de las cuales éstos, independientemente de una 
específica relación con un ente público en la que hayan entrado vo-
luntariamente, y solamente por efecto de su pertenencia al ente mis-
mo, son coactivamente impelidos a proporcionar al Estado y a los 
otros entes públicos, aquellos bienes patrimoniales y actividades per-
sonales que son necesarias para la satisfacción de las necesidades co-
lectivas a las que deben proveer». Por necesidades de interés público, 
el Estado puede exigir a los súbditos determinadas prestaciones, de 
carácter personal en unos casos -el servicio militar-, de carácter 
real otros -la requisa-o Pues bien, éste sería un caso de prestación 
mixta, en cuanto el particular ha de prestar el trabajo de composi-
ción y los gastos de impresión. 
27. La Prensa y la informaci6n de la Administración Pública, en el volumen 
La Prensa, Barcelona 1963, pág. 507. 
28. Citado por GARCtA OVIEDO, Derecho Administrativo, Vol. l. Murcia 1962, 
pág. 540 Y por GARRIDO FALLA, Tratado de Derecho Administrativo, t. n, Madrid, 
1960, pág. 202. 
168 FRANCISCO SOBRAO 
VIII. EL SUJETO ACTIVO 
El artículo 62 de la Ley de Prensa e Imprenta indica como posi-
ble sujetos activos del derecho de rectificación a «la Administración 
o autoridades», estableciendo el artículo 1.0 del Decreto 745/66 que 
«El órgano de la Administración o autoridad que desee hacer uso del 
derecho de rectificación ... ». Vemos pues, que hay dos grandes grupos 
de posibles sujetos, las autoridades públicas y los órganos de la Ad-
ministración Pública, si bien sus rectificaciones han de estar referi-
dos a informaciones publicadas sobre actos propios de su respectiva 
competencia o función. De aquí resulta: 
1.° Que si el interesado no tiene la condición de autoridad o 
miembro de la Administración, aunque la información nociva se re-
fiera a actividades propias de su función, podrá ejercer el derecho de 
réplica, pero no el derecho de rectificación. 
2.° Que si la información, aunque nociva, se refiere a aspectos 
de carácter no inherente a la función, el interesado, aunque esté cons-
tituido en autoridad o en él encarne un órgano de la Administración, 
podrá ejercer el derecho de réplica, pero no el de rectificación. 
3.° Como el fundamento del derecho de rectificación no es per-
sonalista, o sea, no se halla en la protección de conductas sino en la 
facilitación del conocimiento de la realidad de actividades públicas, 
es claro que corresponde tanto a los que ejerzan el cargo en propie-
dad, como a los que por vacante o ausencia del titular lo desempe-
ñen accidentalmente de manera reglamentaria. 
4.° Por la misma razón, el derecho deberá ser actuado por el 
tular del cargo en el momento en que se produce la información que 
ha de ser rectificada, y no por la persona que lo ostentara en el mo-
mento en que los hechos se hubieran producido. En este caso, si el 
actual titular no considera oportuno ejercitar el derecho de rectifica-
ción, el titular anterior, si es aludido y se considera injustamente per-
judicado, podrá recurrir al derecho de réplica. 
Autoridades 
No existe un concepto legal preciso acerca de la noción de Auto-
ridad. El artículo 119 en su párrafo primero dice que «a los efectos 
penales se reputará como Autoridad al que por sí solo o como indivi-
EL DERECHO DE RECTIFICACION 169 
duo de alguna Corporación o Tribunal tuviere mando o ejerciere juc 
risdicción propia». Como vemos, son las dos potestades que revelan 
de una manera más visible el imperium de que el Estado dota a los 
sujetos constituidos en Autoridad. La potestad de mando es la facul-
tad de dar órdenes y de obligar a su cumplimiento. La potestad ju-
risdiccional implica el poder de aplicar el Derecho en casos concre-
tos, y si es facultad esencial de los Tribunales de Justicia, también 
corresponde con carácter previo y limitado a las Autoridades admi-
nistrativas para resolver las reclamaciones que se le formulen en 
materias de su competencia incluso relaciones inter partes privatas-, 
bien en primera fase, bien en fase de recurso 29. 
Ha de tratarse de Autoridades públicas, o sea, creadas y recono-
cidas por el ordenamiento jurídico del país. Si las facultades de man-
do son ostentadas en una entidad de carácter privado, en virtud de 
los estatutos que son la expresión de la voluntad de sus asociados 
y aplicables, por tanto, exclusivamente a éstos, es claro que no se tra-
ta de Autoridad. Pero en cuanto el deber de obedecer venga impues-
to al ciudadano por el hecho de serlo y en virtud de una norma legal, 
tenemos una Autoridad pública, y ni el artículo 62 de la Ley de Pren-
sa ni el Decreto 745/1916 hacen distinción, con lo que el derecho de 
rectificación corresponde a todas las que tengan tal carácter, ya sean 
administrativas, judiciales, militares, etc. 
En cuanto a la determinación práctica y concreta de quiénes se-
rán las personas investidas del carácter de Autoridad, el artículo 14 
del Decreto de 27 de junio de 1968 que contiene el Reglamento de 
precedencias y ordenación de Autoridades y Corporaciones viene a 
dar un catálogo de las que han de ser tenidas por tales 30. No todos 
29. Sobre el concepto de Autoridad y funcionario público, vid. RODRíGUEZ 
RAMOS, Libertades cívicas y Derecho Penal, Madrid 1975, págs. 50 y ss. y biblio-
grafía que cita. 
30. El artíeulo 14 del Decreto de 27 de junio de 1968 dice: 
La ordenación de autoridades en todos los actos oficiales de carácter general 
será la siguiente: 
-Jefe del Estado. 
-Heredero de la Corona. 
-Presidente del Gobierno. 
-Presidente de las Cortes Españolas y del Consejo del Reino. 
-Vicepresidente o Vicepresidentes del Gobierno, si los hubiere, y los Ministros. 
-Presidente del Tribunal Supremo de Justicia. 
-Presidente del Consejo de Estado. 
-Embajadores y Jefes de Misión extranjera en España. 
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los que enumera pueden ser considerados así a los efectos de ejerci-
cio del derecho de rectificación, pues por ejemplo a los ex-ministros 
les corresponderá el derecha de réplica, ya que el derecho de recti-
ficación corresponde al actual titular de la cartera que es el que debe 
decidir sobre la oportunidad o no de la rectificación. El ex-ministro 
podrá referirse a aspectos que supongan su implicación personal en 
-Ex-Ministros. 
-Embajadores de España en ejercicio y en función de su cargo. 
-Capitanes Generales del Ejército, Capitanes Generales de la Armada y Ca..-
pitanes Generales del Aire, por el orden establecido en el párrafo segundo 
del artíeulo 11. 
-Presidente del Consejo Supremo de Justicia Militar. 
-Jefe del Alto Estado Mayor. 
-Presidente del Tribunal de Cuentas del Reino. 
-Presidente del Consejo de Economía Nacional. 
-Fiscal del Tribunal Supremo de Justicia. 
-Subsecretarios y asimilados. 
-Jefe del Estado Mayor Central, del Estado Mayor de la Armada y del Es-
tado Mayor del Aire, por el orden establecido en el párrafo segundo del 
artículo 11. 
-Jefe del Mando de la Defensa Aérea. 
-Capitán General de Región Militar, de Departamento Martítimo, Jurisdic-
ción Central de la Armada y Jefe de Región Aérea, por el orden establecido 
en el párrafo segundo del artículo 11. 
-Fiscal Militar y Fiscal Togado del Consejo Supremo de Justieia Militar. 
-Directores Generales y asimilados. 
-Gobernador General. 
-Comandante General de Base Naval y General Jefe de zona Aérea. 
-Gobernador civil. Jefe Provincial del Movimiento. 
-Presidente de la Audiencia Territorial o Provincial. 
-Fiscal de la Audiencia Territorial o Provincial. 
-Gobernador militar y Jefe de los Sectores Naval y Aéreo, por el orden es-
tablecido en el párrafo segundo del artículo 11. 
-Rector de la Universidad. 
-Presidente de la Diputación Provincial, Mancomunidad y Cabildo Insular. 
-Alcalde de la localidad. 
-Comandante Militar de Provincia Marítica y Comandante Militar Aéreo. 
-Delegados y Jefes de los Servicios Regionales y Provincíales de los respec-
tivos Ministerios y Secretarios generales de los Gobiernos Civiles, por el 
orden establecido en el párrafo segundo del artículo 11. 
-Juez municipal o comarcal. 
-Fiscal municipal o comarcal. 
-Autoridad académica local. 
-Comandante Militar, Ayudante Militar de Marina y Comandante Aéreo, por 
el orden establecido en el párrafo segundo del artículo 11. 
-Jefe local del Movimiento. 
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el caso en su época de ejercicio, que es lo característico del derecho 
de réplica. Y los Embajadores y Jefes de Misión Extranjera en Es-
paña tampoco podrán dirigirse directamente a la Dirección General 
de Prensa sino que en caso necesario habrán de actuar a través del 
Ministerio de Asuntos Exteriores. 
¿Cabe considerar corno Autoridad a la Jerarquía religiosa? Una 
sentencia de la Sala 3.a del Tribunal Supremo de 27 de enero de 1969 
así lo afirma al decir que «es indudable que no sólo las Disposiciones 
Fundamentales del Estado español -arto 6.° del Fuero de los Espa-
ñoles de 17 de julio de 1945 y principio n. 11 de los del Movimiento 
Nacional de 17 de mayo de 1958, proclaman la confesionalidad del 
Estado español con la secuencia obligada de dar el carácter de auto-
ridades a los que asumen la Jerarquía dentro de la religión católica, 
sino porque al descender de estos asertos de matiz constitucional, al 
derecho positivo, dentro del derecho canónico los cánones 109, 118, 
196, 198, 329 y 2.128, entre otros, atribuyen a los Ordinarios una po-
testad de Fuero externo y de Jurisdicción en el desempeño tanto de 
la Administración de su Diócesis corno en las normas directrices a 
seguir, de conformidad en estos momentos con las orientaciones con-
ciliares; y atribuyen también a tales autoridades la facultad de go-
bierno, preceptos que se ven completados con los contenidos en el 
Concordato suscrito por el Estado español con la Santa Sede de fecha 
27 de agosto de 1953, que en su arts. 1.0, 2.°, 4.°, 16, 24 y 27 Y siguien-
tes proclaman análogos principios, definen a los Obispos corno auto-
ridades eclesiásticas, corno Administradores de sus Diócesis, en el 
sentido de la mayor plenitud de la palabra, y establece que todas las 
sentencias, decisiones en vía administrativa y Decretos emanados de 
estas Autoridades, en cualquier materia, dentro del ámbito de su com-
petencia, tendrán también efecto en el orden civil, previa comunica-
ción a las competentes autoridades del Estado, las cuales prestarán a 
aquéllas el apoyo necesario para su ejecución, por lo que queda de-
mostrado que su acción es política y administrativa». 
Sin embargo, creernos que la situación ha evolucionado en un 
sentido negativo, tal vez alentada por un cierto deseo de des oficializa-
ción de la propia autoridad eclesiástica, a la que vernos con relativa 
frecuencia dirigir comunicados de réplica directamente a los periódicos 
y no a través del derecho de rectificación. No deja de ser significativo 
el hecho de que el artículo 14 del Decreto de 27 de julio de 1968 no 
incluya a los Obispos en la relación exhaustiva de autoridades que 
cita, entre las que incluye a los Embajadores y Jefes de Misión ex-
tranjera en España. 
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De otra parte, tampoco la relación de autoridades que enumera 
el citado artículo 14 puede considerarse como un numerus claussus. 
A falta de un concepto legal de autoridad, la Dirección General de 
Prensa habrá de estudiar los casos concretos, examinando las normas 
legales orgánicas del cargo o función de que se trate y la asignación 
del carácter de autoridad que efectúen 31. 
Drganos de la Administración 
El Estado, como persona jurídica, ha de actuar por medio de 
una serie de órganos a los que corresponde la adopción y ejecución 
concreta de las medidas precisas para el cumplimiento de los fines 
que le son característicos. Así dice el artículo 1.0 de la Ley de Régi-
men Jurídico de la Administración del Estado, que ésta «constituida 
por órganos jerárquicamente ordenados, actúa para el cumplimiento 
de sus fines con personalidad jurídica única» 
No vamos a entrar en el estudio de la figura de la Administra-
ción y sus órganos, sino con un sentido utilitario y pragmático, tra-
tar de ver al alcance que hay que dar al artículo 1.0 del Decreto 745/66 
cuando dice que «el órgano de la Administración ... que desee hacer 
31. KRIEG, Ob. cit., pág. 63, estudia los casos raros en la práctica, de que la 
creación del cargo o la designación del funcionario sea irregular, o incluso que 
el funcionario ocupe el cargo sin título alguno. «Se ha considerado -dice- que 
en este último caso», los actos del funcionario no se pueden considerar como ac.-
tuación de la autoridad pública y, por tanto, carecen de valor que tienen en caso 
normal. En efecto, los terceros que entren en contacto con el individuo que ha 
ocupado el cargo sin investidura, saben muy bien que carece de toda potestad y 
no pueden pretender que sus actos tengan eficacia jurídica». Por el contrario, en 
caso de que el funcionario haya sido nombrado normalmente, pero el cargo fue 
creado irregularmente, o bien el nombramiento adolece de algún vicio, la moder-
na doctrina y la jurisprudencia consideran que los actos de él emanados son váli-
dos. La razón de esta diversidad de tratamiento radica en que «los terceros que 
entren ·en contacto con el funcionario, no tienen normalmente los medios para com-
probar la regularidad de su nombramiento y su permanencia en el cargo y, por 
tanto, su buena fe debe ser defendida, cuando existe un título, aunque viciado, 
que habilita para el ejercicio del cargo y no se ha producido la remoción. Por otr¡¡. 
parte, no es menos cierto que, aunque eventualmente los terceros pudieran dis-
poner de tales medios, no debe consentirse una indagación, porque el legislador 
no puede permitir que bajo el pretexto de comprobar el título se pueda obstruir 
el ejercicio de la función pública; por tanto, aunque faltara la buena fe, el acto 
debe mantenerse en cualquier caso». 
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uso del derecho de rectificación ... », ¿Cualquier órgano de la Adminis-
tración podrá hacer uso del mismo? 
En primer lugar hemos de partir de la base de que la Administra-
ción pública, cualquiera que sea el alcance que se dé al término -co-
mo después veremos- es una persona jurídica que ha de actuar por 
medio de órganos los cuales encarnan en un conjunto de personas 
físicas que han de cumplir unos determinados cometidos, si bien hay 
una de ellas a la que se le discierne la titularidad de la misma y con 
ella la responsabilidad. Normalmente, las dependencias administrati-
vas están compuestas por un conjunto de órganos -con arreglo al 
artículo 2.° de la Ley de Procedimiento Administrativo, las Secciones 
y los Negociados son órganos de la Administración del Estado-. Es 
claro que no todo funcionario adscrito a un órgano administrativo, 
ni siquiera todo órgano, tiene legitimación para actuar el derecho de 
rectificación. Tal facultad, en primer lugar sólo corresponde al titu-
lar del órgano, y en segundo lugar es preciso que éste no tenga una 
mera función auxiliar, sino que le corresponda una verdadera gestión 
de intereses públicos con una normal autonomía dentro del ámbito 
de su competencia. Lógicamente, no será el Jefe de un Negociado, 
sino el titular de una Delegación Provincial, un Centro Directivo o un 
Ministerio el que pueda actuar. 
Desde otro punto de vista nos encontramos con la distinción en-
tre Administración activa o territorial y la Administración institucio-
nal. La primera ejerce unas competencias sobre personas o cosas por 
razón de su existencia en una demarcación territorial. La segunda 
ejerce su competencia, no por vinculación de las personas o cosas a 
una circunscripción territorial, sino por su conexión a un determina-
do fin, y está constituida por las entidades estatales autónomas que 
regula la ley de 26 de diciembre de 1958. 
En cuanto a la Administración territorial no cabe duda que el 
titular de sus organismos, tanto en la Administración Pública como 
en la Administración local, tienen el derecho de rectificación. 
En lo que a la Administración institucional se refiere, Garrido 
Falla 32 al estudiar los deberes públicos de prestación, cuya naturaleza 
jurídica atribuimos a los deberes que resultan del derecho de rectifi-
cación, se plantea el tema de «si las entidades institucionales pueden 
ser sujetos activos de la prestación. La respuesta ha de ser, en térmi-
nos generales, negativa. Recuérdese que el fundamento de estas pres-
32. Tratado de Derecho Administrativo, To n, pág. 204. Madrid, 1960. 
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taciones lo hemos colocado en la relación general de sumisión de los 
particulares, la cual sólo se da respecto de las entidades territoriales 
a que el administrado pertenece. Las prestaciones debidas, incluso con 
carácter coactivo, a entidades institucionales (por ejemplo la cuota 
sindical obligatoria) lo son por consecuencia del título jurídico espe-
cífico que supone la pertenencia a estos entes». Sin embargo, en nota 
al anterior párrafo, dice algo muy real y de verdadero interés: «En 
la mayoría de los entes que constituyen la moderna descentralización 
funcional no debe verse sino un órgano del propio Estado que por 
razones puramente técnicas ha sido investido de la personalidad ju-
rídica. Las obligaciones que los particulares puedan asumir frente a 
esos entes son sencillamente (no obstante la persona jurídica inter~ 
puesta) obligaciones frente al Estado». De acuerdo con este criterio, 
creemos que cabe otorgar perfectamente el derecho de rectificación a 
los Organismos Autónomos. 
IX. EL SUJETO PASIVO 
Con arreglo al artículo 62 de la vigente Ley de Prensa, el derecho 
de rectificación procede respecto a informaciones aparecidas en «pu-
blicaciones periódicas». Queda, por tanto, fuera en primer lugar, to-
do el campo de las publicaciones unitarias desde la octavilla al libro. 
BLIN 33 indica que «esta limitación del derecho de rectificación se de-
be a razones puramente técnicas, falta del soporte para la rectifica-
ción». y continúa afirmando que «tampoco está prevista para la ra-
dio o la televisión. El artículo 12 -de la ley francesa- habla de rec-
tificación que no sobrepase «el doble del artículo» incriminado, con-
templando con ello evidentemente un artículo impreso y no una se-
cuencia de televisión o algunos segundos de emisión radiofónica. Es-
ta situación no presenta por el momento en Francia ningún peligro 
para el orden público o el interés general, por constituir la Radio y 
la Televisión un monopolio del Estado, lo cual elimina la necesidad 
de que la rectificación sea impuesta judicialmente». 
En nuestro sistema jurídico, podemos suscribir íntegramente ta-
les palabras en lo que se refiere a la Televisión, y en gran parte en lo 
que respecta a la Radiodifusión; no sólo por el crecido número de 
33. Ob. loe. cit. 
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Emisoras de la Red Estatal, sino porque, además, los programas in-
formativos en las emisoras no estatales se producen mediante la co-
nexión con la red oficial. Cabe la posibilidad de que las emisoras no 
estatales emitan alguna información errónea sobre actividades de au-
toridades y órganos de la Administración en el marco de su compe-
tencia o función, y que se sienta la necesidad de rectificarla. En estos 
casos, no es normal que exista problema, pero la realidad es que el 
Decreto de 11 de septiembre de 1953 que regula el derecho de recti-
ficación en la radio, parece contemplar exclusivamente la procedente 
de particulares, sobre todo si observamos la fundamentación que da 
en el preámbulo 34. 
Con arreglo al artículo 62 de la Ley de Prensa, el cumplimiento 
de los deberes que resultan de la figura jurídica que estudiamos, co-
rresponde a «los Directores de las publicaciones periódicas»; y el De-
creto 745/1966 de 31 de marzo, en su artículo 4.° lo extiende también, 
en cuanto a su ámbito, a las Agencias informativas. Vamos a estudiar 
el alcance de la legitimación respecto a cada una de ellas. 
A) Publicaciones periódicas 
El director del periódico es el sujeto pasivo de la relación jurídi-
ca que surge como consecuencia del derecho de rectificación, como 
resulta del artículo 62 de la Ley de Prensa que afirma que «los direc-
tores de las publicaciones periódicas están obligados ... ». Es lógica es-
ta legitimación por cuanto es el profesional a cuyo cargo corre la ges-
tión del órgano informativo y al que el artículo 39.1. considera «res-
ponsable de cuantas infracciones se cometan a través del medio in-
formativo . .. ». 
No es posible desconocer la existencia de la empresa periodística 
que indudablemente tiene un ascendiente sobre el director que es 
nombrado por ella. Un mandato de la Empresa ordenando al director 
no insertar la rectificación solicitada, ¿ eximirá a éste de responsabi-
lidad? Estimamos que no, pues el deber de inserción se configura co-
mo un deber específico del director de la publicación, y es, en defini-
tiva, el responsable de cualquier infracción que se pueda producir. 
34. Ver el preámbulo citado que dice: «El Fuero de los Españoles, en el 
artículo cuarto, establece como uno de sus principios fundamentales el respeto al 
honor personal y familiar, de forma que quien lo ultrajare, cualquiera que fuere 
su condición, incurrirá en responsabilidad». 
176 FRANCISCO SOBRAO 
En caso de cambios del director ¿ estará el nuevo obligado a in-
sertar la rectificación de un texto publicado anteriormente? Creemos 
que sí, y no ya por la existencia de una responsabilidad extracontrac-
tual de la empresa periodística con arreglo al artículo 39 de la Ley 
de Prensa, sino porque, como hemos indicado con anterioridad, es-
timamos que la naturaleza jurídica del derecho de rectificación no se 
basa sólo en la culpa extracontractual de carácter privado sino en la 
de una prestación personal para la satisfacción de necesidades públi-
cas, y hay que tener en cuenta que es la mejor forma de satisfacerlas 
ya que la rectificación opera sobre la misma clientela que fue con-
fundida o erróneamente informada por la información que se rec-
tifica. 
En caso de cambio de la empresa propietaria del periódico ¿sub-
sistirá la obligación de insertar rectificaciones a textos publicados du-
rante el período en que el periódico perteneció a otro dueño? Esti-
mamos, como hemos escrito con motivo del estudio del derecho de 
réplica 35, que dependerá de la radicalidad en el cambio de personali-
dad del periódico. Si la nueva empresa mantiene los elementos iden-
tificativos con el fin de retener la clientela -fundamentalmente el 
título- es de considerar como subsistente el deber de insertar la rec-
tificación, ya que la finalidad perseguida es la de que se difunda en-
tre esa clientela que se desea retener y que conoció el texto que ha 
dado lugar a la rectificación. Si, por el contrario, el cambio en la pro-
piedad supone también un cambio en la propia publicación con va-
riación de director, redacción, título, formato, etc., de tal manera que 
puede decirse que lo único que permanece son los elementos materia-
les como maquinaria, local, etc., nos encontramos ante una publica-
ción totalmente nueva a la que no hay fundamento para cargarle una 
responsabilidad ajena. 
¿Y si desaparece totalmente el periódico? 36. En la jurispruden-
cia francesa se planteó el caso con respecto al derecho de respuesta 
y si podría intentarse su publicación en otro periódico. El Tribunal 
de Pau lo resolvió en sentido negativo, toda vez que, como dice DE-
35. Vid. nuestro trabajo Informaci6n y derecho de réplica, antes citado. 
36. Los supuestos que venimos examinando no son de producción normal, 
pero tampoco es imposible que se produzcan. Piénsese en el caso de cese de di-
rector como consecuencia de sanción (art. 36.4.L.P.) o cese de la publicación por 
cancelación (art. 29.L.P . ) y la posibilidad de que en el postrer número se inserte 
un artículo o comentario erróneo o confuso que exija aclaración o rectificación. 
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MOGUE comentando dicha resolución 37 «si se ordenara la inserción en 
otro diario, éste tendría completa libertad para rehusarlo en virtud 
del principio de que nadie puede ser forzado a colaborar en la repa-
ración de un hecho ilícito». Está de acuerdo con la doctrina ya ex-
puesta por CHASSAN 38 según la cual «los Tribunales no tienen el dere-
cho de disponer de la propiedad de otro; un periodista es siempre 
libre de hacer el uso que le convenga de su propiedad. Las insercio-
nes forzosas han de estar determinadas por la Ley». 
Consideramos que esta argumentación es válidamente aplicable 
al derecho de rectificación. En caso de desaparición de un periódico 
en que se hubiera insertado un texto que exige rectificación, no pue-
de cargarse este deber arbitrariamente sobre un otro periódico que 
no ha tenido participación alguna y cuya clientela es distinta a la del 
que provocó el error o la confusión. Ahora bien, como puede haberse 
producido una situación opuesta a los intereses públicos y que es 
preciso aclarar, la solución se halla en una nota o comunicación de 
interés general e inserción obligatoria según el artículo 6.° de la Ley 
de Prensa, remitida «sin discriminación entre publicaciones análo-
gas». No será por tanto la subrogación en el deber de rectificación 
con arreglo al artículo 62 de un periódico con respecto a otro, sino 
el cumplimiento de un deber específico de conformidad con el ar-
tículo 6.°. 
Como casos especiales vamos a estudiar la posible procedencia 
del derecho de rectificación respecto a las publicaciones periódicas 
oficiales, a las de Embajadas extranjeras y a las de la Iglesia Católica. 
a) Publicaciones Oficiales. Sabido es que, aparte del Boletín Ofi-
cial del Estado, los Departamentos Ministeriales y Organismos de ellos 
dependientes, así como las Corporaciones locales, suelen editar pu-
blicaciones periódicas que, si en ocasiones limitan su contenido a tex-
tos legales y disposiciones administrativas, en otros casos incluyen 
artículos e incluso informaciones relativas a las materias de sus res-
pectivas competencias. Pues bien, si en una publicación de las de este 
último carácter aparece una información relativa a una determinada 
autoridad u órgano de la Administración sobre actos propios de la 
37. Tribunal de PAU de 10 de junio de 1911. En Rev. Trim. de Droit Civil 
frant;ais, 1911, pág. 812. 
38. Traité des délits et contraventions de la paro le, de l'ecriture et de la 
Presse. París 1851, pág. 649, vol. 1.°. 
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competencia o función que se estima necesario corregir o aclarar ¿ca-
be el ejercicio del derecho de rectificación? 
El problema parece ser que exigiría una solución de carácter in-
terno toda vez que si con arreglo al artículo 1.° de la Ley de Régimen 
Jurídico de la Administración del Estado de 26 de julio de 1957, ésta 
«actúa para el cumplimiento de sus fines con personalidad jurídica 
única», parece improcedente el ejercicio de un derecho contra sí mis-
mo. En todo caso, cabría exigir responsabilidad disciplinaria al fun-
cionario encargado de dirigir la publicación. 
b) Si se tratara de una publicación de una representación di-
plomática acreditada en España no se podría ejercitar como derecho 
sino que habría de llevarse a cabo como gestión diplomática, ya que 
afecta a la soberanía de otro Estado e «inter parem non habet juris-
dictionem». Independientemente de la imposibilidad de corregir una 
posible infracción en virtud de la inmunidad diplomática de juris-
dicción. 
c) El tercer caso es el de las publicaciones de la Iglesia Católi-
ca, algunas de las cuales pueden no limitarse a la inserción de textos 
religiosos o de la Jerarquía, sino extenderse a comentarios y enjuicia-
miento de temas de actualidad en aplicación de los principios de la 
doctrina de la Iglesia, en los que se viertan afirmaciones o informa-
ciones que precisen rectificación. En este punto, la segunda de las 
disposiciones finales de la Ley de Prensa e Imprenta establece que 
«para resolver las cuestiones que pueda suscitar la aplicación de la 
presente Ley a las publicaciones de la Iglesia Católica, dependientes 
de su Jerarquía, el Gobierno y la Comisión Episcopal de Medios de 
Comunicación Social adoptarán los acuerdos procedentes, en cumpli-
miento de lo cual el Decreto 2246/1966 de 23 de julio estableció el Es-
tatuto legal de las publicaciones de la Iglesia, contemplando tres cla-
ses de publicaciones que son: 
l.a Las dependientes directamente de la jerarquía -según el 
artículo 1.0_ y cuya edición, impresión y distribución se consideran 
no incluidas en los preceptos de la ley de Prensa ni en las disposicio-
nes de desarrollo que regulan la materia. ¿Cabrá ejercitar el derecho 
de rectificación ante un texto aparecido en una de las publicaciones 
enumeradas como dependientes directa e inmediatamente de la jerar-
quía religiosa? 
En principio creemos que sí, porque el citado artículo 1.° del De-
creto 2246/1966 lo que excluye de los preceptos de la Ley de Prensa 
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e Imprenta es «la edición, impresión y distribución», o sea el deber 
de inscripción en el Registro de Empresas Periodísticas y las forma-
lidades de pie de imprenta y depósito previo a la difusión», que son 
distintas del capítulo IX que se refiere a los derechos de réplica y 
rectificación: lo que podrá plantearse es una situación de espinosidad 
en su ejercicio pero que es independiente de la procedencia del de-
recho. 
2.a Las publicaciones periódicas de información general editadas 
por Instituciones eclesiásticas que, como dice el artículo 2.°, estarán 
sometidas a las disposiciones de la Ley de Prensa e Imprenta y, en 
consecuencia, al deber de rectificar. 
3.a Todas las demás publicaciones de contenido o finalidad reli-
giosos editadas por Instituciones eclesiásticas reconocidas por el Or-
dinario del lugar, están sometidas a las disposiciones de la Ley de 
Prensa -según el artículo 3.°_ aunque dado el especial carácter de 
su contenido religioso, se las reconoce exentas de la inserción obliga-
toria de notas y comunicaciones de la Administración Pública a que 
se refiere el artículo 6.0 de la misma ley y de otras disposiciones rela-
tivas al director y su contrato y a la inscripción en el Registro. Como 
vemos, no excluye el derecho de rectificación. 
B) Agencias informativas 
Los servicios de la Agencia informativa pueden incurrir en error 
respecto a los datos de cualquier noticia que transmita, y sus cróni-
cas y colaboraciones pueden contener conceptos equivocados o con-
fusos respecto a actos de Autoridades u Organos de la Administra-
ción en el ejercicio de su cargo, que hagan se considere preciso res-
tablecer la exactitud de los hechos mediante el ejercicio del derecho 
de rectificación. El problema para la Autoridad ejercitante sería de 
gran complicación por cuanto, en primer lugar, ignoraría incluso to-
dos los periódicos en que se hubiera podido insertar la información 
lesiva; y en segundo lugar, habría de ejercitar el derecho individual-
mente contra cada uno de los periódicos en que la información hu-
biera aparecido. Por ello parece más lógico, más sencillo y más eficaz 
que el derecho se ejercite contra el verdadero responsable del error y 
que éste a su vez lo transmita a todos los periódicos que lo publicaron. 
La Ley de Prensa no hace referencia alguna en su capítulo IX a 
la Agencia informativa sino únicamente a «los directores de publica" 
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ciones periódicas». Es el artículo 4.° del Decreto 745/1966 de 31 de 
marzo el que viene a establecer que «cuando la información que sea 
objeto de rectificación haya sido distribuida por una Agencia infor-
mativa y publicada con indicación de su procedencia, la Dirección Ge-
neral de Prensa podrá ordenar a dicha Agencia, sea o no con requeri-
miento expreso al efecto, la inserción de la nota o comunicado de rec-
tificación y su distribución a las mismas publicaciones a que lo fue 
la información objeto de la misma». ¿Cabe pensar que al no ser es-
tablecido dicho deber por la Ley ha habido una extralimitación en 
el Decreto al hacer figurar ex novo una restricción al derecho de las 
Agencias Informativas? Estimamos que no, y no ya porque la solu-
ción es razonable y exigida por los tiempos actuales, sino y sobre 
todo, porque el deber de insertar las ractificaciones oficiales no es 
en definitiva, más que una manifestación específica del deber gené-
rico de insertar las notas, comunicaciones y noticias de interés gene-
ral que establece el artículo 6.° de la Ley de Prensa e Imprenta el cual 
afirma expresamente que «las publicaciones periódicas deberán in-
sertar y las agencias informativas distribuir, con indicación de su pro-
cedencia». 
Si la información que se estima lesiva ha sido distribuida por 
Agencia informativa ¿podrá exigirse la rectificación indistintamente 
de la Agencia citada o del periódico o periódicos en que se haya in-
sertado o habrá de impetrar se forzosamente ante la Agencia informa-
tiva? En el derecho de réplica estimamos que su naturaleza jurídica 
es la de la responsabilidad extracontractual incluso por riesgo profe-
sional, que debe ser soportada por quien ha producido el evento; y 
por tanto, si lo ha producido la Agencia ésta responde no sólo ante 
el agraviado sino también ante los periódicos los que en virtud del 
artículo 14 del Decreto 746/66 «podrán demandar de la Agencia el 
abono del espacio de inserción gratuita ... » por lo que resulta que si 
el Director de la publicación decidiese por sí y ante sí la publicación 
de la réplica, la Agencia informativa quedaría inerme frente a posi-
bles réplicas arbitrarias. 
En cambio, en el derecho de rectificación, sobre el carácter pri-
vado de la responsabilidad, aún por culpa o negligencia, prima la del 
interés público que puede exigir una actuación urgentísima de des-
virtuación del equívoco producido y en consecuencia el órgano oficial 
podrá acudir indistintamente a la Agencia informativa que lo provo-
có o a la publicación periódica que lo haya reproducido. 
¿Podrá el periódico reclamar a la Agencia informativa que le 
abone el espacio de inserción de la nota de rectificación al precio de 
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las tarifas de publicidad, tal y como establece para el derecho de 
réplica el artículo 14 del Decreto 746/1966? Del hecho mismo del 
silencio legal en el Decreto 745/66 frente a la regulación expresa del 
Decreto 746/66, la respuesta ha de ser negativa en la esfera adminis-
trativa. Cabría, en cambio, en la esfera civil, al amparo del artículo 
1902 del Código civil, en cuanto la Agencia informativa hubiera ac-
tuado con «culpa o negligencia» en la transmisión de la información 
rectificada. 
X. NACIMIENTO DEL DERECHO 
El derecho de rectificación surge desde el momento en que una 
publicación periódica inserta una información inexacta, incompleta 
o confusa, relativa a actos de la Administración o autoridades, pro-
pias de su competencia o función. 
Al hablar el artículo 62 de la Ley de Prensa de «información pu-
blicada sobre actos», parece dar un carácter objetivo al derecho de 
rectificación, o sea, que lo limita al plano de los hechos materiales, 
sobre los que se ha informado incorrectamente, y no al de las opi-
niones o interpretaciones. Lo sitúa en el campo de las respuestas 
rectificativas y no de las respuestas polémicas. No quiere ello decir 
que sólo se pueda referir a noticias, sino a cml1quier género perio-
dístico, incluidos los artículos de opinión en que se contengan datos 
o afirmaciones sobre hechos que estén viciados de errQr Q confusa 
o incompletamente expuestos 39. 
Para que el derecho nazca se hacen precisos dos requisitos : 
1.0 Que la información a rectificar se refiera a actos propios 'de la 
competencia o función de la Administración o Autoridades. 2.° Que 
exija aclaración o rectificación. 
1.° Actos relativos a la función 
El derecho de rectificación no es un privilegio personal de auto-
ridades y funcionarios sino una garantía para que los actos que rea· 
39. Para BLÍN y sus colaboradores, ob, cito pág. 45 «la inexactitud debe re-
caer sobre el acto mismo y no concierne a los comentarios o críticas que puedan 
ser hechas, ni tampoco a las intenciones que se supongan a su autor. Estos co-
mentarios exceden eventualmente del derecho de respuesta o de la acción por di-
famación». 
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licen en .el cumplimiento de su función puedan ser conocidos e in-
terpretados por los administrados en su plena veracidad y alcance. 
En consecuencia, si son objeto de un ataque personal respecto a su 
vida privada o a actos no relacionados con el ejercicio de su fun-
ción, podrán ejercitar el derecho de réplica o las acciones penales 
a que hubiera lugar en su caso, pero no el derecho de rectificación. 
De contrario, no es preciso que se nombre o se aluda personalmente 
al funcionario o autoridad para que proceda el derecho de redifica-
ción sino que basta con que se informe sobre unos actos de la fun-
ción en forma que haga precisa aclaración o rectificación. Incluso 
pensamos que puede proceder por omisión cuando al · exponer un 
problema determinado se silencie la actividad desarrollada para la 
solución del mismo. 
BUN y sus colaboradores 40 afirman que «los actos de referencia 
podrán ser tan variados como las decisiones susceptibles de ser adop" 
tadas: créditos concedidos o denegados, trabajos emprendidos u or-
denados, nombramientos acordados o denegados, aceptación o rea-
chazamiento de una petición, resultado de un examen, decisiones 
judiciales, etc.». En realidad es tan amplio y variado el campo, que 
escapa a toda posible enumeración. 
2.° Que sea precisa aclaración o rectificación 
Con referencia a la legislación comparada, BUN afirma que «el 
artículo 12 exige que el acto haya sido inexactamente expuesto. Esta 
noción de inexactitud debe ser entendida, no sólo como la contra-ver-
dad referida al contenido mismo del acto, sino también a las con-
tra-verdades relativas a las circunstancias en las que el acto ha po-
dido ser adoptado. Incluso se ha decidido que había inexactitud, no 
sólo en caso de contra-verdad flagrante, sino también en caso de pre-
sentación aproximativa que llegue a ser deformante o tendenciosa. 
No es necesario que esta inexactitud sea resultado de la mala fe». 
En nuestro derecho no se exige el requisito de la inexactitud, 
ya que el artículo 62 habla de «rectificando o aclarando». Por tanto, 
no sólo cuando la información sea inexacta, sino también cuando 
sea confusa o incompleta, podrá ser ejercitado el derecho. No hace 
falta, como en la réplica, el requisito del «perjuicio injusto». Basta 
40. Ob. loco cit. 
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con que el organismo oficial correspondiente estime la necesidad de 
ampliar o corregir una información anterior. 
Es indiferente que la información que precisa ser rectificada 
proceda del propio periódico o de un tercero, pues el interés públi-
co está por encima de tal circunstancia. Pero vamos a examinar dos 
casos que presentan cierta especialidad: el primero relativo a que 
el texto a rectificar haya sido presentado en consulta voluntaria al 
amparo del artículo 4.° de la Ley de Prensa. El segundo a que dicho 
texto proceda de otra autoridad u órgano de la adminastración. 
En lo que al primer caso se refiere -texto con respuesta apro-
batoria en consulta voluntaria- RIVERO YSERN 41 se ha planteado la 
cuestión en lo que se refiere al derecho de réplica, concluyendo que 
si el afectado hubiere de acudir en queja por la negativa del Director 
del periódico, la postura de la Administración habría de ser lógica-
mente negativa, pues no dará como injusto lo que en un principio dio 
como justo. 
En lo que se refiere al derecho de réplica no compartimos la te-
sis de RIVERO pues el juicio aprobatorio o denegatorio de la Adminis-
tración sólo se refiere a que no existe infracción manifiesta o apa-
rente del artículo 2.° de la Ley de Prensa. Pero como la lesión puede 
resultar de circunstancias que la Administración tal vez no puede re-
lacionar o descubrir en el escrito, y el artículo 4.° extingue el derecho 
de la Administración a sancionar una infracción administrativa pero 
no el de los particulares a obtener una reparación del perjuicio que 
se les ocasione, es claro que podrán ejercitar el derecho de réplica. 
En lo referente al derecho de rectificación, llegamos a una con-
clusión similar aunque el razonamiento no sea idéntico. Cuando un 
particular presenta un texto en consulta voluntaria puede ocurrir que 
la respuesta del órgano del Ministerio de Información y Turismo sea: 
denegatoria, en cuyo caso no hay duda en cuanto a la posibilidad de 
rectificación; que se produzca el silencio, en cuyo caso hay exención 
de responsabilidad administrativa pero sí posibilidad de rectificación 
en cuanto no ha habido pronunciamiento; y, por último, que recaiga 
respuesta aprobatoria. 
En esta última circunstancia parece normal que el órgano admi-
nistrativo del Ministerio de Información y Turismo, ante un texto que 
41. Los derechos de rectificación y réplica en la Prensa, la Radio y la Tele-
visión. Reflexiones a la luz de nuestro Derecho Positivo, en Revista de Adminis-
tración Pública, n.O 57, año 1968, pág. 166. 
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pueda atañer a otro Departamento, lo consulte con éste antes de dar 
una respuesta aprobatoria, por lo que, en principio, parece contradic-
torio que haya que proceder a rectificar. Sin embargo, insistimos en 
que el bien tutelado es el interés público y si éste requiere aclarar o 
corregir una información anterior, cabrá la rectificación aunque con-
tara con una respuesta aprobatoria expresa en consulta voluntaria. 
El segundo caso puede presentar más dificultades. Si una auto-
ridad o un órgano de la Administración dan a la publicidad una nota, 
que incluso puede ser un comunicado oficial en las condiciones del 
artículo 6.° de la Ley de Prensa, ¿ cabe que otra autoridad u otro órga-
no de la Administración ejercite el derecho de rectificación respecto 
de la misma? Hemos de tener en cuenta que caben variadas situacio-
nes, como que sean dos órganos del mismo Departamento, órganos 
de distintos Departamentos e incluso entre autoridades no estricta-
mente administrativas (judicial, Presidente de las Cortes) y órganos 
de la Administración. 
Si se trata de órganos del mismo Departamento en relación de 
dependencia jerárquica uno respecto del otro, es de entender que el 
de superior jerarquía podrá rectificar una nota publicada por el in-
ferior, pero no al revés. Si ambos órganos tuvieran similar categoría, 
la Dirección General de Prensa o el Delegado Provincial de Informa-
ción y Turismo parece que deberían consultar con el superior jerár-
quico de ambos antes de adoptar resolución sobre el caso. 
Si se trata de órganos de la Administración pertenecientes a dis-
tintos Departamentos, hay que tener en cuenta, como hemos indica-
do anteriormente, el principio de unicidad de la Administración y que 
parece improcedente una situación de notas y contranotas entre sus 
diversos órganos. De todas maneras, será el interés público el que 
prime, y para salvaguardarlo tal vez sea procedente que el Delegado 
Provincial de Información y Turismo se ponga en contacto con el Go-
bernador Civil si el problema es provincial, o el Ministerio con la 
Presidencia del Gobierno si es de ámbito superior, al objeto de adop-
tar la resolución que más convenga a los intereses públicos. 
Si el conflicto es entre Administración y Autoridades no propia-
mente administrativas creemos que procede el derecho de rectifica-
ción que las Autoridades competentes del Ministerio de Información 
y Turismo concederán o denegarán según lo previsto en el artículo 3.° 
del Decreto 745/66. 
Lo que sí elimina el sistema legal es toda situación de incertidum-
bre en los directores de las publicaciones periódicas, ya que no co-
EL DERECHO DE RECTIFICACION 185 
rresponde a ellos adoptar solución alguna sino que ésta les viene de-
terminada por la resolución de la Dirección General de Prensa o del 
Delegado Provincial de Información y Turismo. 
XI. CONDICIONES DEL EJERCICIO DEL DERECHO 
Nacido el derecho por haberse producido sus elementos constitu-
tivos, es preciso que su ejercicio se acomode a una serie de requisitos. 
Unos relativos al medio con el que la rectificación se efectúa; otros 
que suministren una garantía de autenticidad y permitan tener un co-
nocimiento claro de las pretensiones que se aducen; y también de-
bemos examinar el problema de la extensión del escrito y si existe 
plazo de caducidad. 
1.0 El medio. El escrito y la fotografía 
El artículo 62 de la Ley de Prensa y elLo del Decreto 745/66 ha-
blan de «notas o comunicados», con lo que parecen sentar la base de 
que el derecho de rectificación sólo puede ejercerse por escrito. Cree-
mos, sin embargo, que la interpretación de una norma debe tender a 
posibilitar el cumplimiento del fin perseguido, y en este aspecto ve-
mos que, si el error o la confusión puede ser producido por un do-
cumento gráfico, no cabe duda de que nada habrá que de una manera 
más clara y contundente pueda demostrar la realidad afirmada por 
el órgano oficial rectifícante, como una fotografía adecuada. Tal vez 
la dificultad se halle en que no siempre se tendrá la oportunidad de 
contar con la fotografía idónea; pero creemos que la dificultad será 
práctica y no jurídica. 
2.° Identificación del peticionario 
El derecho de rectificación tiene un carácter cualificado por ra-
zón de la índole oficial de su titular y, por tanto, para ejercerlo, éste 
habrá de hacer constar el cargo concreto que ostenta, el carácter de 
rectificatorio del escrito y su firma que garantice la genuinidad de 
la rectificación. 
Dado el carácter oficial, aún sin llegara un excesivo ritualismo, 
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consideramos que es preciso que la autoridad u órgano de la Admi-
nistración que ejerce el derecho haga constar al órgano competente 
del Ministerio de Información que se trata precisamente del ejercicio 
del derecho de rectificación. 
3.° Remisión del escrito 
1. Destinatario 
Según el artículo 1.0 del Decreto 745/1966, «el órgano de la Admi-
nistración o Autoridad que desee hacer uso del derecho de rectifica-
ción a que se refiere el artículo 62 de la Ley de Prensa e Imprer¡.ta lo 
hará a través de la Dirección General de Prensa, de la Delegación Pro-
vincial del Ministerio de Información y Turismo correspondiente, re-
mitiendo al efecto la nota o comunicado que haya de insertarse». 
Del precepto transcrito resultan dos consecuencias: 
1.a Que a diferencia de lo establecido en la legislación francesa, 
por ejemplo, la relación no se establece en forma directa entre el or-
ganismo oficial rectifican te y la publicación periódica que ha de in-
sertar la rectificación, sino que se intercala un organismo competen-
te en materia de prensa que decidirá sobre la procedencia de la peti-
ción producida y ordenará al periódico o agencia la inserción. 
Por tanto, si una autoridad u órgano de la Administración remite 
directamente una nota rectificatoria a una publicación periódica, la 
inserción que se efectúe lo será voluntariamente y a título de corte-
sía -por lo demás habitual en nuestra prensa-, pero en caso de no 
efectuarse no podrá estimarse producida infracción por cuanto el de-
recho no ha sido ejercido en forma correcta. 
2.a Que la misión del organismo de prensa es la de actuar como 
intermediario cualificado. El titular que ejercite el derecho habrá de 
hacerlo «remitiendo al efecto la nota o comunicado que haya de in-
sertarse». No cabe pues que sea el organismo de prensa el que redacte 
la nota ni tampoco el propio periódico, cuyo deber se limita a inser-
tarlá, pues de lo contrario, nos encontraríamos ante la figura de la 
retractación, muy distinta a la aquí estudiada y no establecida legal-
mente. 
El artículo 1.0 del Decreto 745/1966, en sus números 1.0 y 2.0, es-
tablece los órganos del Ministerio de Información y Turismo ante los 
que debe ejercerse el derecho en la siguiente forma: 
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A) Ante la Dirección General de Prensa 
a) Cuando la rectificación emane de un órgano de la Adminis-
tración central o autoridad cuya competencia se extienda a todo el 
territorio nacional, cualquiera que sea el lugar donde radique la pu-
blicación que haya de insertarlo (art. 1.0, n. 1.0, aparto a». 
b) Cuando la rectificación emane de un órgano de la Adminis-
tración regional, provincial o local, o autoridad cuya competencia no 
se extienda a todo el territorio nacional, siempre que la publicación 
que haya de insertarlo no radique dentro del ámbito territorial a que 
abarque su competencia (art. 1.0, n. 1.0, apart. b». 
B) Ante la Delegación Provincial del Ministerio de Información 
y Turismo 
a) Cuando la rectificación emane de un órgano de la Adminis-
tración Provincial o local o autoridad cuyo ámbito de competencia 
esté comprendido dentro de los límites de la provincia de que se 
trate, y la publicación que haya de insertarlo radique en dicha pro-
vincia (art. 1.0 n. 2, apart. a». 
b) Cuando la rectificación emane de un órgano de la Administra-
ción o autoridad cuyas competencias exceden de los límites de la pro-
vincia y no abarquen a todo el territorio nacional, siempre que la 
publicación que haya de insertarlo radique dentro del ámbito terri-
torial a que dicha competencia se extiende. En este supuesto, el escri-
to se enviará a la Delegación de la provincia en que dicha publicación 
se edite (art. 1.0, n. 2, aparto b». 
4.° Forma de remisión 
La autoridad u órgano de la Administración deberá remitir el 
escrito de rectificación al organismo competente del Ministerio de In-
formación y Turismo, por cualquiera de los medios idóneos para que 
llegue a su poder. 
Es normal que se acompañe de un oficio de remisión en que se 
expongan las circunstancias del caso y se solicite su distribución al 
medio informativo correspondiente con las advertencias oportunas. 
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5.° Extensión del escrito 
Ya hemos visto al examinar la legislación comparada que siem-
pre se establece un límite a la extensión del escrito que va desde igual 
espacio del texto rectificado, hasta el doble o el triple del mismo. 
¿ Existe alguna limitación en nuestro ordenamiento? La cuestión 
no es totalmente clara. El artículo 62 de la Ley de Prensa e Imprenta 
indica que «1os directores de las publicaciones periódicas están obli-
gados a insertar gratuitamente en el número siguiente a su recepción 
y en las condiciones del artículo 60 ... ». El artículo 60, referido al de-
recho de réplica establece como condiciones que «el escrito de répli-
ca deberá en todo caso circunscribirse al objeto de la aclaración o 
rectificación y su inserción habrá de realizarse en la misma plana y 
columna y con los mismos caracteres tipográficos con que se publicó 
la información, y será gratuita cuando no exceda del doble número 
de líneas del texto o espacio gráfico al que se replica. La publicación 
de que se trate no podrá incluir en el mismo número comentarios o 
apostillas a la réplica». 
En principio parece claro que el organismo oficial podrá rectifi-
car gratuitamente hasta el doble número de líneas del texto rectifi-
cado, y sin limitación de espacio abonando el exceso. Pero si exami-
namos el Decreto 745/1966, veremos que desarrolla todas y cada una 
de las condiciones enumeradas -circunscripción al tema (art. 2.°); 
igualdad tipo-topográfica (art. 7.°); y no inclusión de apostillas arto 
8.°)_ excepto la referente a extensión del escrito de rectificación y 
al pago del exceso sobre el duplo del texto rectificado, condición que 
sin embargo regula el Decreto 746/66, relativo al ejercicio del dere-
cho de réplica, en su artículo 13. 
¿ Es una simple omisión o hay que darle un significado concreto? 
No creemos que se trate de un simple olvido porque, como hemos 
visto, los redactores del Decreto 745/66 al desarrollar el artículo 60 
-por remisión a él del artículo 62- se han referido a todas las cir-
cunstancias en él contenidas menos, precisamente, la que se refiere 
a la extensión y su gratuidad, con lo que parece tratarse de una omi-
sión calculada. Tal vez pesara en su ánimo la consideración de que 
el artículo 6.° no establece un límite a las notas oficiales de inserción 
obligatoria sino que habla de «extensión adecuada» y que, en defini-
tiva, el escrito de rectificación no deja de ser una nota oficial de in-
serción obligatoria con matices específicos. 
De todas maneras creemos que el artículo 62 al referirse a las 
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condiciones del artículo 60, ambos de la Ley de Prensa, sin hacer ex-
cepción alguna, obliga a ajustarse a los mismos en bloque y también 
sin excepción, pues no sería válido aceptar unas y desechar otras. Por 
tanto entendemos que el escrito de rectificación podrá tener la exten-
sión que estime necesaria el órgano que ejercita el derecho, pero sólo 
disfrutará de gratuidad en lo que no exceda del duplo del artículo 
rectificado 42. Bien entendido que el periódico estará obligado a in-
sertarla y después reclamar el cómputo del exceso «al precio ordina-
rio que la publicación tenga establecido como tarifa de publicidad», 
según indica el artículo 13 del Decreto 746/1966, perfectamente apli-
cable por el reenvío que establece el artículo 60. 
6.a Plazo para el ejercicio 
Ni el artículo 62 de la Ley de Prensa ni el Decreto 745/66 estable-
cen plazos dentro de los cuales los órganos oficiales hayan de ejercer 
el derecho de rectificación. 
BUN y sus colaboradores 43 al estudiar la situación en la legisla-
ción francesa -análoga a la nuestra- se plantean el tema de si será 
aplicable al ejercicio del derecho de rectificación, regulado en el ar-
tículo 12, el plazo de prescripción que para el del derecho de respues-
ta establece el artículo 13. Y lo resuelve afirmando que «el artículo 
13, como hemos visto, juega un papel supletorio respecto a las reglas 
no previstas en el artículo 12 (respecto de los derechos de terceros y 
del honor del periodista, tamaño de los caracteres, etc.). Parece que 
42. El artículo 14 de la derogada Ley de Imprenta de 26 de julio de 1883 
establecía en su párrafo 2.° que «el escrito de aclaración o rectificación se inser-
tará en el primer número que se publique cuando proceda de una Autoridad y 
en uno de los tres números siguientes a su entrega si procede de un particular o 
Corporación... siendo gratuita la inserción siempre que no exceda del duplo de 
lineas de éste, pagando el exceso el comunicante al precio ordinario que tenga 
establecido el periódico». 
43. Ob. cit. pág. 47. 
En la página 45 dicen: «El artículo 12 es extremadamente lacónico sobre las 
modalidades de ejercicio del derecho de rectificación. Se contenta con precisar 
que las rectificaciones no excederán el doble del artículo a que responden. Los 
Tribunales deciden, entonces que se pueden aplicar al derecho de rectificación 
las reglas infinitamente más numerosas y precisas que han sido previstas por el 
artículo 13 de la ley de 1881 que se refiere al derecho de respuesta. El hecho de 
que los artículos 12 y 13 se encuentren en un párrafo común de la ley de 1881, 
titulado «De las rectificaciones», autoriza tal transposición». 
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la prescripción de la acción de inserción forzosa es una de las hipó-
tesis donde esta extensión se justifica plenamente. Una acción tardía, 
no aparecería como correspondiente al deseo de informar al público 
rectificando un error, sino como una sanción más o menos reivindi-
cativa». 
Estimamos que este razonamiento no es aplicable a nuestra le-
gislación y que el derecho de rectificación no tiene, en nuestra patria, 
plazo para su ejercicio, sin que se puedan aplicar supletoriamente los 
previstos en el Decreto 746/66 sobre derecho de réplica, y ello por los 
siguientes argumentos: 
1.0 Porque nuestras normas sobre el derecho de rectificación 
no son tan parcas como las francesas, ya que existe el Decreto 745/ 
1966 de desarrollo del arto 62 de la Ley de Prensa el cual dedica diez 
de sus artículos al tema. 
2.° Porque existiendo paralelamente dos decretos, el 745/66 pa-
ra el derecho de rectificación y el 746/66 para el derecho de réplica, 
mientras éste reglamenta minuciosamente en su artículo 5.° los pla-
zos para el ejercicio hábil del derecho, aquél no contiene referencia 
alguna; y ello demuestra que se debe no a un olvido, sino a una omi-
sión calculada. Sería aplicable el criterio mantenido por la jurispru-
dencia de nuestro Tribunal Supremo en cuanto a la prescripción ad-
ministrativa -SS. de 17 y 27 de enero, 22 de febrero, 7 de noviembre 
y 19 de diciembre, todas de 1969- según la cual «como en la Ley de 
Prensa de 1966 no se contiene ninguna disposición referente a la pres-
cripción de acciones, ni tampoco existe en la de Procedimiento Admi-
nistrativo ni en la o. de 22 de octubre de 1952, es forzoso interpretar 
que no se trata de una laguna legal, sino que el legislador al no pre-
ver expresamente sobre los plazos de prescripción y derogar la Ley 
de 1883 que los establecía, es que no quiso que existieran, y en este 
supuesto resultarían de total inaplicación los principios analógicos». 
3.° Porque el artículo 62 de la Ley de Prensa se remite expre-
samente al artículo 60 para establecer como aplicables determinadas 
condiciones reguladas para el derecho de réplica, y por tanto, si hu-
biera pretendido fijar plazo para ejercicio, se habría remitido tam-
bién al artículo 58. 
4.° Posiblemente pensara el legislador que sería gratuito fijar 
plazo para el ejercicio del derecho de rectificación, cuando la auto-
ridad u órgano de la Administración puede interesar en cualquier 
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momento su inserción como nota de interés general con arreglo al 
artículo 6.° de la Ley de Prensa e Imprenta. 
Concluimos, por tanto, considerando que no existe plazo legal 
de caducidad o prescripción para el ejercicio del derecho de rectifi-
cación. Tal vez haya influido en ello el carácter de defensa de los in-
tereses generales y la posibilidad de que los organismos que tienen 
atribuido tal derecho haya de realizar investigaciones, examinar ar-
chivos o consultar con órganos superiores sobre la procedencia u 
oportunidad de la rectificación. De todas maneras, si no hay plazo 
legal, sí hay unas razones normales que pueden hacer inoportuno el 
ejercicio del derecho, pues es principio básico de toda rectificadón 
que sólo tiene interés cuando es lo suficientemente próxima como pa-
ra que el público la relacione con la información inexacta a que se re-
fiere. Si ha pasado tal cantidad de tiempo que borra la conexión pa-
rece más conveniente acudir a la nota de interés general. 
XII. FUNCIÓN DE LOS ORGANISMOS OFICIALES DE PRENSA 
El artículo 62 de la Ley de Prensa e Imprenta parece otorgar a 
los organismos de prensa un mero carácter de cauce al hablar de no-
tas o comunicados que remitan la Administración o autoridades «a 
través de la Dirección General de Prensa o de las Delegaciones Pro-
vinciales del Ministerio de Información y Turismo». Sin embargo, su 
intervención no es la mecánica de simple intermediario sino que les 
corresponde la función de calificar si el contenido del escrito de rec-
tificación se ajusta a las condiciones exigidas por la legalidad en vi-
gor, y una vez comprobada esta circunstancia ordenar al órgano in-
formativo su inserción. 
A) Función calificadora 
Según el artículo 3.° del Decreto 745/66 la Dirección General de 
Prensa o las Delegaciones de Información y Turismo remitirán las 
notas o comunicados «que procedan de órganos de la Administración 
o Autoridades facultadas para hacer uso del derecho y se ajusten a lo 
preceptuado en el artículo 2.° de este Decreto». En consecuencia, los 
órganos de Prensa habrán de resolver sobre la legitimación activa del 
peticionario y sobre si se cumple el artículo 2.° indicado que dice: 
«las notas o comunicados de rectificación deberán circunscribirse 
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concretamente al objeto de la aclaración o rectificación de la infor-
mación de que se trate». 
¿ Quiere ello decir que son estos los dos únicos extremos sobre 
los que podrá versar la actuación de los organismos de Prensa? Cree-
mos que no. Lo que pasa es que, como dicen BUN y sus colaborado-
res 44 «es poco verosímil que una rectificación emanan te de la Admi-
nistración no pueda ser admitida por resultar contraria a las leyes, a 
las buenas costumbres, al interés de un tercero o al honor del perio-
dista», por lo que el legislador ha considerado improcedente hacer 
referencia, como causa impeditiva, al incumplimiento del artículo 2.° 
de la Ley de Prensa. Pero no cabe duda alguna de que si la Dirección 
General de Prensa o la Delegación de Información y Turismo apre-
cian en el escrito de rectificación que excede alguno de los límites 
establecidos en dicho precepto, es claro que no podrán, sin faltar a 
su deber, cursarlo para inserción. Y algo muy similar puede decirse 
para los casos de que la información haya sido ya objeto de rectifica-
ción sobre los mismos puntos por órgano oficial legitimado para ha-
cerlo, e incluso de una manera espontánea y satisfactoria por la pro-
pia publicación. 
Claro está que cualquier problema de este tipo que pueda plan-
tearse habrá de ser ventilado en el ámbito interno, pues si un órgano 
de la Administración remite un escrito de rectificación a la Dirección 
General de Prensa para que sea cursado a un periódico y ésta consi-
dera que es improcedente hacerlo por cualquier motivo justificado, 
no parece que la colisión haya de resolverse a través del sistema de 
recursos, administrativo o jurisdiccional, ya que, hemos de insistir, 
siendo la Administración una no caben recursos contra sí misma, si-
no a través de los oportunos contactos ministeriales y la intervención 
de la Presidencia del Gobierno si el caso lo requiere. 
Pero no podemos olvidar la figura del director del órgano infor-
mativo que es el obligado a la prestación, el cual puede oponerse a la 
resolución de la Dirección General de Prensa, o de la Delegación de 
Información y Turismo, aunque no a su cumplimiento, lo cual, en de-
finitiva, entra en el juego de ejecutoriedad de las resoluciones admi-
nistrativas que establece el artículo 116 de la Ley de Procedimiento 
Administrativo, tema éste de la posibilidad de recurso del adminis-
trado, sobre el que volveremos más tarde. 
44. Ob. cit. pág. 46. 
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En consecuencia, procede estudiar lo que podemos denominar 
elementos impeditivos del ejercicio del derecho, buscando criterios 
interpretativos que puedan ser, tanto aplicados por la Dirección Ge-
neral de Prensa y las Delegaciones de Información y Turismo, como 
argüidos por los directores de los órganos informativos en su caso. 
y en esta línea, estimamos que no procederá acceder a la solicitud 
de rectificación en los siguientes casos: 
1.0 Falta de las condiciones requeridas para ser sujeto activo 
Será preciso comprobar si se trata de autoridad u órgano de la 
Administración y que la información que se rectifica o aclara versa 
sobre actos propios de su competencia o función. Si la información 
se refiere a una actividad de carácter público pero el que intenta ejer-
cer el derecho es incompetente por razón de la materia o de la jerar-
quía -información sobre carreteras que se intente rectificar por un 
órgano del Ministerio de la Vivienda; o que aún perteneciendo al 
Ministerio competente carezca de la facultad representativa, por ejem-
plo, el Secretario de una Delegación-, es claro que la Dirección Ge-
neral de Prensa o la Delegación de Información y Turismo tendrán 
que considerar improcedentemente ejercitado el derecho. 
Si por el contrario, la información a rectificar se refiere a per-
sona constituida en autoridad o en quien encarna un órgano repre-
sentativo de la Administración, pero no se refiere concretamente a 
actos de su función sino de su vida privada o actividad de otro orden, 
tampoco cabrá considerar procedente el ejercicio del derecho y ha-
brá que indicarle la posibilidad de recurrir al derecho de réplica. 
Nos remitimos en este punto a lo expuesto al tratar del sujeto 
activo del derecho. 
2.° Que el escrito no se circunscriba al objeto de la aclaración 
o rectificación 
La razón es clara. La ley pone a disposición de los organismos 
oficiales el derecho de rectificación en razón del fin concreto y con 
afección al mismo, de corregir o aclarar una información incomple-
ta, inexacta o confusa referida a actos de un organismo oficial en la 
esfera de su competencia. Hay el deber de velar por una correcta in-
formación de los asuntos de la res publicae y hay un derecho de que 
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la crítica a una actuación pública parta de bases verídicas y reales. 
Por tanto debe haber una correlación, para que haya congruencia, 
entre escrito de rectificación e información rectificada, y debe haber 
una concreción circunscrita al tema que se pretenda aclarar, sin ex-
tensiones superfluas que pueden llevar a no aclarar la cuestión y, que 
por otra parte, si se considerasen necesarias por la Autoridad que 
actúe, podrían dar lugar a una «información de interés general» de 
las que habla el artículo 6.0 de la Ley de Prensa. Como dice Biolley 45 
«se debe actuar más como un informador del diario al que se aporta 
una contribución, que para poner en entredicho la buena fe de la 
publicación o manifestar un cierto escepticismo en cuanto a su obje-
tividad». 
La correspondencia entre rectificación e información que la ha 
originado es una cuestión de hecho que ha de ser apreciada en cada 
caso por la Dirección General de Prensa o por la Delegación de In-
formación y Turismo, y cuya falta podrá ser excepcionada por el ór-
gano informativo que decidiera acudir al recurso. 
3.0 Existencia de infracción de los límites establecidos por el 
artículo 2.0 de la Ley de Prensa. 
Es difícil, muy difícil de entender, que una nota o comunicado 
oficial se redacte conteniendo conceptos que puedan suponer una 
infracción de los límites contenidos en el artículo 2.0 de la Ley de 
Prensa. Pero, desde luego, no es imposible. Cabe la afirmación erró-
nea, aunque sea involuntaria, contraria a la verdad; cabe la referen-
cia a circunstancias que pudieran considerarse contrarias al honor 
personal y familiar; cabe el manifiesto político contrario a las Leyes 
Fundamentales ya que si no no existiría la figura del pronunciamien-
to. Lógicamente la Dirección General de Prensa y las Delegaciones de 
Información y Turismo no podrán cursar escritos de rectificación 
aquejados de cualquiera de estas extralimitaciones, porque aunque 
la posibilidad de que se produzcan sea tan remota que el legislador 
ni siquiera la ha previsto, no cabe duda de que el artículo 2.0 es de 
carácter general y alcanza a todos, autoridades y administrados. 
45. Ob. cit. pág. 141 
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4.° Rectificación ya producida por órgano legitimado para ha-
cerlo 
Aunque el Decreto no alude a esta posible circunstancia, la pro-
pia naturaleza de las cosas hace ver que, si un órgano informativo ha 
publicado un escrito de rectificación emanante de autoridad u órga-
no administrativo legitimado para hacerlo, no sería procedente que 
se duplicara el ejercicio del derecho para obtener un fin ya consegui-
do. Es posible que una Dirección General determinada obtenga la 
inserción de un escrito y que un Delegado Provincial, ambos del mis-
mo Ministerio, pretenda la inserción de otro escrito rectificando los 
mismos hechos, o viceversa. Creemos que en este caso, la Dirección 
General de Prensa en contacto con la Delegación de Información y 
Turismo, y a su vez con los órganos de la Administración de que se 
trate, deben resolver la no publicación de la segunda, y si aún no se 
hubiera publicado ninguna, dilucidar cuál de ellas debe publicarse. 
Al director de la publicación le viene resuelto el problema por la or-
den de inserción del organismo de prensa, pero si estimara que dicha 
orden es improcedente, podría oponer la innecesariedad de inserción 
de la segunda nota para fundamentar su recurso. 
La solución es distinta si se trata de autoridades u órganos admi-
nistrativos, pertenecientes a diversos Departamentos, pues la infor-
mación a rectificar puede afectar a varios de ellos y lógicamente ca-
da uno puede aclararla o corregirla en lo que concierne a su específi-
ca competencia. 
5.° Rectificación espontánea del periódico 
En principio no enerva el derecho de rectificación oficial. Es na-
tural que si aquélla es completa y corrige totalmente los errores o 
aclara de una manera completa la confusión que se hubiera podido 
producir, se produce la innecesariedad de ésta. Pero es claro que si la 
rectificación espontánea no es completa ni apropiada, la autoridad u 
órgano de la Administración podrá ejercitar válidamente su derecho. 
B) Remisión del escrito 
Una vez que se estime procedente el ejercIcIO del derecho y la 
forma en que se efectúa, dice el artículo 3.° del Decreto 745/1966 que 
«la Dirección General de Prensa, o en su caso las Delegaciones Pro-
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vinciales del Departamento remitirán a la publicación o publicacio-
nes obligadas a insertarlas, sea o no con requerimiento expreso al 
efecto, las notas o comunicados que procedan de órganos de la Ad-
ministración o autoridades facultadas». Y el artículo 4.° contiene idén-
tica prevención pero referida a las Agencias informativas, afirmando 
en su párrafo primero que «cuando la información que sea objeto de 
rectificación haya sido distribuida por una agencia informativa y pu-
blicada con indicación de su procedencia, la Dirección General de 
Prensa podrá ordenar a dicha Agencia, sea o no con requerimiento 
expreso al efecto, la inserción de la nota o comunicado de rectifica-
ción y su distribución a las mismas publicaciones a que lo fue la in-
formación objeto de la misma». 
En relación con estos preceptos podemos indicar: 
1.° Que parecen denotar un cierto interés en ampliar las posi-
bilidades de exigencia de responsabilidad. Así vemos que mientras el 
artículo 62 de la Ley de Prensa indica como titular de la obligación 
de insertar a <<los directores de las publicaciones periódicas» y por 
tanto a ellos parece que se debe remitir la comunicación, en cambio 
los artículos 3.° y 4.° del Decreto 745/66 dicen que se remitirá «a la 
publicación o publicaciones obligadas» o «a dicha Agencia». Es de 
destacar que el artículo 6.° del Decreto 746/66 dice que «el derecho de 
réplica se ejercitará exclusivamente mediante la remisión del escri-
to ... al director de la publicación de que se trate». Claro está que los 
organismos de prensa competentes remitirán las notas o comunica-
dos de rectificación al director de la publicación o de la Agencia, y 
no a estos in genere. Pero si así lo hicieran y el director del órgano 
informativo probara que las citadas notas no habían llegado a su 
poder, creemos que no podría serle exigida responsabilidad. 
2.° Que no resulta prevista ninguna formalidad especial para la 
remisión del comunicado rectifica torio a la publicación o la agencia 
por parte de los organismos oficiales de prensa. Creemos que lo nor-
mal será remitirlo por medio de persona afecta al organismo, firman-
do el recibo en la copia de la comunicación que acredite la constan-
cia y la fecha de la recepción. Si no está acreditada la entrega en for-
ma indubitada, tampoco podría ser exigida responsabilidad. 
3.° Tampoco previene el Decreto el plazo en que la Dirección 
General de Prensa o la Delegación de Información y Turismo en su 
caso, deben remitir a sus destinatarios la nota rectificatoria recibida 
de una autoridad u órgano de la Administración. 
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Dado el carácter de urgencia que preside toda la regulación y 
que se manifiesta en el hecho de que la Agencia o la publicación habrán 
de distribuir o insertar el comunicado en el primer servicio o en el 
primer número que se efectúe, resulta lógico pensar en que el orga-
nismo oficial de prensa habrá de actuar al mismo ritmo, y por tanto 
deberá calificar y remitir el escrito con la mayor rapidez y normal-
mente en el mismo día. 
4.0 La orden de la Dirección General de Prensa o Delegación 
Provincial de Información y Turismo de inserción o distribución po-
drá hacerse o no «con requerimiento expreso al efecto». Ello supone 
que, con arreglo al artículo 68 de la Ley de Prensa, el incumplimiento 
si media requerimiento expreso se considera infracción grave _n.O 1, 
apart. a)- y en otro caso infracción leve _n.O 2-. 
C) Naturaleza del acto decisorio de la Dirección General de 
Prensa o Delegación Provincial de Información y Turismo 
Así como en otras legislaciones, la francesa por ejemplo, la auto-
ridad o el órgano de la Administración que quiere rectificar se dirige 
directamente al órgano informativo y en caso de que éste no atienda 
su petición ha de ejercer la oportuna acción penal, en nuestra legis-
lación ya hemos visto cómo el órgano oficial rectificante ha de inser-
tarlo a través del organismo oficial de prensa, y es éste el que real-
mente decide sobre la procedencia de la inserción. 
Esta decisión es un verdadero y propio acto administrativo, ya 
que se trata de una declaración de voluntad de un órgano de la Admi-
nistración, dictada en el ejercicio de potestad administrativa, aplican-
do normas jurídicas a un caso concreto para la satisfacción de inte-
reses de carácter público. 
La resolución es ejecutiva, no sólo porque así lo establece el De-
creto 745/66, sino por el principio general que establecen los artículos 
101 y 116 de la Ley de Procedimiento Administrativo. ¿ Cabe recurso 
contra dicha resolución? 
El legislador, tal vez para reforzar la ejecutividad de la orden de 
inserción, o tal vez pensando pragmáticamente que, como dice CLA-
VERO ARÉvALO 46 «sociológicamente no es pensable que los recursos 
46. Prensa y juri8dicción contencio8o-admini8trativa, en Rev. de Adminis-
tración Públi<:a, n.O 50, pág. 106, año 1966. 
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vayan a prodigarse en esta materia, ya que los periódicos y agencias 
vienen obligados a la inserción y la interposición de un recurso con-
tencioso que no suspende la eficacia del acto, no parece conducir en 
la mayoría de los casos a una solución satisfactoria», no hace refe-
rencia alguna en el Decreto 745/66 a que contra la orden de inserción 
quepa recurso alguno. Contrasta ello con el hecho de que en cambio 
sí indica en el artículo 10 los recursos administrativos contra los 
acuerdos que impongan sanción y el correspondiente contencioso-ad-
ministrativo una vez finalizada la vía administrativa. Y contrasta tam-
bién con el hecho de que el Decreto 746/66 que regula un derecho tan 
paralelo como es el de réplica, señala los recursos contra la resolución 
relativa a la inserción en el artículo 21 y contra las que impongan 
sanción en el artículo 23. 
Creemos que el silencio en este punto del Decreto 745/66 respec-
to a la posibilidad de recursos no supone una declaración de su im-
procedencia. El administrado, en este caso el director de la Agencia 
o de la publicación, sopesarán si les interesa o no interponerlos. Pero 
no cabe duda de que si se deciden por la afirmativa, el artículo 113. l. 
de la Ley de Procedimiento Administrativo establece que «contra las 
resoluciones administrativas ... podrán utilizarse por los titulares de 
un derecho subjetivo o de un interés directo, personal y legítimo en 
el asunto los recursos . .. ». Estimamos que procederá el recurso de al-
zada, ante el Director General de Prensa si la orden fue dictada por 
el Delegado Provincial y ante el Ministro si lo fue por el Director 
General, en el plazo de quince días a partir de la notificación, si ésta 
hubiera sido correcta. 
y coincidimos con CLAVERO ARÉvALO cuando afirma la proceden-
cia del recurso contencioso-administrativo contra la orden de publi-
cación. Como hemos afirmado en otro lugar 47, el apartado f) del ar-
tículo 40 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa só-
lo considera como exceptuados «los actos que se dicten en virtud de 
una ley que expresamente les excluya de la vía contencioso-adminis-
trativa», afirmando González Pérez 48 que «la exclusión ha de ser ex-
presa», no existiendo exclusión cuando meramente se señala que «no 
se dará recurso alguno», ya que como dice el Tribunal Supremo en su 
sentencia de 17 de mayo de 1960, «la expresión «sin ulterior recurso» 
47. El Jurado Oentral de Publicidad, estudio publicado en Rev. de Adminis-
tración Pública, n.O 71, 1973, pág. 505. 
48. Derecho Procesal Administrativo, Tomo 11, pág. 540, Madrid, 1966. 
EL DERECHO DE RECTIFICACION 199 
sólo cabe interpretarla referida a los recursos en vía gubernativa, sin 
que pueda privar de ejercitar la acción a un demandante en la vía 
contencioso-administrativa cuando falta la categórica expresión de 
quedar excluida precisamente de dicha vía». 
De conformidad con la modificación llevada a cabo en la Ley 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa por la de 17 de marzo 
de 1973, el recurso habría de interponerse ante la Sala Tercera del 
Tribunal Supremo si la resolución recurrida emanara de la Dirección 
General de Prensa, y ante la audiencia Territorial correspondiente las 
emanadas de los Delegados Provinciales 48 bis. 
XIII. DEBERES DE LOS ÓRGANOS INFORMATIVOS 
La decisión de la Dirección General de Prensa, o de la Delegación 
de Información y Turismo ordenando la inserción del escrito de rec-
tificación solicitada por una autoridad u órgano de la Administración, 
determina el nacimiento de una serie de obligaciones que han de 
cumplir los órganos informativos afectados: Como en la relación ju-
rídica pueden intervenir como sujetos pasivos tanto agencias infor-
mativas como publicaciones periódicas, vamos a estudiar aquellas 
obligaciones que son comunes a la Agencia y al periódico y las que 
corresponden específicamente a una y otro. 
Del examen de los preceptos de la Ley de Prensa y del Decreto 
745/66 nos aparecen los siguientes: 
A) Comunes a Agencia y periódico 
1.0 Respeto a la integridad del texto de la rectificación. 
2.° No insertar o difundir apostillas o comentarios en el mismo 
número o día (art. 8.°, Decreto 745/66). 
48 bis. Ultimado este trabajo, el Real Decreto-Ley 1/1977 de 4 de enero 
por el que se crea la Audiencia Nacional establece en su árticulo 6.1. que «la 
Audiencia Nacional, en el orden judicial contencioso-administrativo, conocerá de 
los recursos que se formulen en relación con los actos dictados por órganos de la 
Administración Pública, cuya competencia se extienda a todo el territorio nacio-
nal y cuyo nivel orgánico sea inferior al de las Comisiones Delegadas del Go-
bierno, cualquiera que fuere la materia, excepto las atribuodas a las Salas de lo 
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B) Específicos de la Agencia informativa 
1.0 Distribución de la rectificación (art. 4.° del Decreto). 
2.° Hacer constar el carácter rectificatorio (art. 4.° del Decreto). 
3.° Distribución en el primer servicio que efectúe (art. 6.° del 
Decreto). 
C) Específicos de la publicación 
1.° Inserción. 
a) Igualdad tipo-topográfica. 
b) Plazo de inserción. 
c) Gratuidad. 
A) Comunes a Agencias y periódico 
1.0 Respeto a la integridad del texto de la rectificación 
El artículo 8.° del Decreto 745/66 dice en su primera parte que 
«no podrá hacerse en el escrito de rectificación por parte de la pu-
blicación o de la Agencia, modificación, intercalación ni supresión 
alguna». Ello es una manifestación del derecho a la intangibilidad 
de los propios escritos, que en el ámbito individual se configura por 
la moderna doctrina entre los derechos de la personalidad, y en el 
ámbito público hay que entenderlo como el derecho a que la actua-
ción política y administrativa sea enfocada con objetividad y se res-
pete la genuina exposición de los órganos interesados. Cualquier su-
presión que se efectúe puede alterar el sentido del escrito y des-
virtuar las afirmaciones en él contenidas, con el peligro de hacerlo 
ininteligible e incongruente, con lo que en vez de aclarar o corregir 
un error lo que se consigue en su agravación. Otro tanto, o más aún, 
cabe decir de las alteraciones y de las interpolaciones, que ponen de 
Contencioso-Administrativo de las Audiencias Territoriales». En consecuencia, la 
referencia que se efectúa en el texto a la Sala 5 del Tribunal Supremo, hay que 
entenderla efectuada a la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la AudiencIa 
Nacional. 
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manifiesto una falta de escrúpulos para llegar al falseamiento y de 
altura moral para atender los argumentos ajenos, con abuso de la 
situación de privilegio de tener en su mano el medio informativo, con 
olvido de que éste ha de cumplir un fin social que resulta lesionado 
si no se suministra una recta información. 
2.° Comentarios o apostillas 
La segunda parte del artículo 8.° del Decreto 745/66 prohibe «in-
cluir apostillas o comentarios al escrito de rectificación en el mismo 
número en que éste se inserte, ni en el servicio informativo del mis-
mo día en que por la Agencia se distribuya». 
La apostilla ha sido calificada como «gendarme que elimina la 
eficacia del derecho de respuesta» 49. La Ley la permite, pero no en el 
mismo número en que aparezca el escrito de rectificación, y ello en 
un afán de ecuanimidad, para evitar que el periódico actúe en posi-
ción privilegiada con respecto a quien rectifica; se pretende estable-
cer un turno equitativo en las intervenciones de ambos contendien-
tes permitiendo a la opinión pública un igual espacio de reflexión so-
bre los razonamientos utilizados. 
¿ Cabe el derecho de réplica de un tercero contra aspectos del 
escrito de rectificación que le conciernen? En principio sí. El Tribu-
nal Supremo, en su sentencia de 18 de enero de 1974 estudia el pro-
blema de posibilidad de ejercitar el derecho de réplica contra una 
información oficial -en definitiva, ya hemos visto que el escrito de 
rectificación participa de esta naturaleza- y dice que «como toda 
información oficial, además de tener un interés general, debe respe-
tar los postulados de verdad informativa y respeto al honor personal 
y familiar, podrá caer en el terreno de lo injusto y frente a ella, el 
particular perjudicado (o sus herederos) está facultado para reaccio-
nar utilizando los medios que el derecho pone a su disposición, como 
son la acción de réplica (reconocida en el artículo 65.4), cuando el 
quebrantamiento de aquellos principios, y, en definitiva, la injusta 
información, le perjudica, pues ni el texto legal ni la misma razón del 
49. BOURQUIN, JACQUES, La liberté de la Presse, Lausana 1950, pág. 431, dice: 
«Por exceso de prudencia, el proyecto de Ley del VAUD sobre la prensa proscri-
bia la réplica inmediata, a la que calificaba de gendarme que elimina la eficacia 
del derecho de respuesta. El gran Consejo, muy sobriamente por lo demás, supri-
mió esta restricción por demasiado severa». 
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derecho de réplica, en cuanto medio legítimo de defensa frente a alu-
sivas o menciones informativas calificables de injustas, que no tienen 
otro cauce de responsabilidad directa, autorizan a excluir del ámbito 
de esta garantía a las informaciones oficiales; más es frente a la ile-
gítima, y para obtener una pronta reparación, que sólo por este cau-
ce tiene satisfacción directa, cuando se explica y justifica el derecho 
de réplica frente a las informaciones oficiales». Claro está que la ré-
plica habrá de cumplir los requisitos reglamentarios, y entre ellos el 
respeto a los límites establecidos por el artículo 2.° de la Ley de Pren-
sa. Y, por tanto en este caso, como en el de que la Agencia difunda 
o los periódicos publiquen comentarios o apostillas a la rectificación, 
nace un nuevo derecho en la autoridad u órgano de la Administración. 
B) Obligaciones de la Agencia informativa 
1.° Distribución del escrito de rectificación 
Este deber viene recogido en la primera parte del artículo 4.° del 
Decreto 745/66 al afirmar que la Dirección General de Prensa «podrá 
ordenar a dicha Agencia, sea o no con requerimiento expreso al efec-
to, la inserción de la nota o comunicado de rectificación y su distri-
bución a las mismas publicaciones a que lo fue la información objeto 
de la misma». 
La finalidad perseguida es la de procurar que el comunicante, 
que puede no conocer exactamente la realidad de los periódicos en 
que se ha publicado la información que exige ser rectificada, pueda 
conseguir la rectificación pretendida en todos ellos y sin tener que 
caer en la farragosa tarea de irlo solicitando individualmente de cada 
director. 
Es condición esencial que la información rectificada tenga indi-
cación de la procedencia, lo cual efectúan normalmente los periódi-
cos por venir impuesta por el artículo 38 de la Ley de Prensa, que di-
ce que «en toda información o noticia contenida en un impreso pe-
riódico deberá hacerse constar su fuente de origen. Si esta no cons-
tare, se entenderá que el Director declara haberla obtenido a través 
de fuentes propias». 
Puede ocurrir que un periódico, por el interés local de un tema 
determinado, en vez de insertar el texto suministrado por la Agencia 
informativa con carácter general, se procure un texto más personal 
por sus propios medios. En este caso no hay identidad entre el texto 
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publicado por el periódico y el facilitado por la Agencia y difundido 
por la cadena de periódicos suscritos, y que origina el derecho de 
rectificación. Desde un punto de vista atenido a la letra estricta de 
la ley, la realidad es que la rectificación debe ser instada individual-
mente del director del periódico. Sin embargo estimamos que si el 
texto del periódico incurre en los defectos del de la Agencia que exi-
gen rectificación, el periódico deberá insertar el escrito en que se efec-
túa, al recibirlo a través de la Agencia. 
2.° Advertir del carácter de rectificación del escrito 
El último párrafo del artículo 4.° del Decreto 745/66 establece 
que la Agencia al transmitir la nota o comunicado, «hará constar que 
se trata del ejercicio del derecho de rectificación». La finalidad es 
clara; se trata de que los directores de los periódicos conozcan dicha 
circunstancia y puedan ajustarse en la inserción del escrito a las con-
diciones que establece la Ley de Prensa y el Decreto 745/66 en cuanto 
a plazo de inserción e igualdad tipo-topográfica, sin que pueda alegar 
ignorancia sobre tal extremo en caso de incumplimiento. 
¿ y si la Dirección General de Prensa no advierte a la Agencia de 
que se trata del ejercicio del derecho de rectificación? Sería anómalo, 
pero puede ocurrir. En este caso, si el carácter rectificatorio se des-
prende de la propia nota, el director del periódico, en aras del prin-
cipio de buena fe deberá solicitar aclaración del extremo a la Direc-
ción General. Si tal carácter no se desprende, lo que sí permanece es 
el de nota o comunicado de interés general del artículo 6.° de la Ley 
de Prensa, que la Agencia deberá transmitir en el primer servicio que 
emita y los periódicos publicarla en el número siguiente a la fecha 
de recepción (art. 7.° del Decreto 750/66), aunque éstos últimos están 
excusados de cumplir el deber de igualdad de sitio y tipo. 
Si fuera la Agencia la que omitiera la advertencia, es obvio que 
incurriría en responsabilidad, pero en cuanto a los periódicos la si-
tuación sería la descrita en el párrafo anterior, o sea, inserción como 
nota de interés general, mas no se podría considerar infracción admi-
nistrativa el no respetar el deber de igualdad de lugar y tipografía, 
porque, indudablemente, al no tener conocimiento el director de las 
circunstancias del caso, falta el elemento de voluntariedad en la con-
ducta que es requisito imprescindible para la existencia de infracción. 
Ahora bien, en este último caso, ¿hay que considerar que se han 
incumplido las condiciones reglamentariamente establecidas y habrá 
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que volver a realizar la inserción en forma correcta? La autoridad u 
órgano de la Administración rectificante será la que haya de valorar 
políticamente, a la vista de las condiciones en que la inserción se ha-
ya realizado, si su exigencia podría ser considerada en la opinión pú-
blica como excesiva o intolerante. Desde el punto de vista legal es in-
dudable que la rectificación es incorrecta y deberá reproducirse si 
así es interesado. Y en cuanto a los periódicos que no tienen culpa 
en el sentido técnico de la palabra, porque no se les había advertido 
por la Agencia, podrán repetir contra ésta, que sí la tiene, para que 
les abone el importe de la segunda inserción al precio ordinario que 
la publicación tenga establecido como tarifa de publicidad. 
3.° Plazo de distribución 
Según el artículo 6.° del Decreto 745/66 «cuando la nota o comu-
nicado de rectificación se remita por la Dirección General de Prensa 
a una Agencia informativa de conformidad con lo previsto en el ar-
tículo 4.° de este Decreto, la transmisión de la misma habrá de efec-
tuarse en el primer servicio informativo que emita a partir del mo-
mento en que se reciba». 
El precepto es claro y no exige comentario. Cabe pensar que la 
Dirección General remita el comunicado a la Agencia ya avanzada la 
noche y que coincida con otras comunicaciones de interés general que 
también han de distribuirse. En estos casos estimamos que habría 
de consultarse el caso con la Dirección General. De ser inexcusable la 
aparición del comunicado rectifica torio -puede eliminar situaciones 
de tensión o incluso alteraciones de orden público -cabe que la 
Agencia advierta a los periódicos que difundirá una rectificación de 
tal carácter para que estén prevenidos y reserven el espacio preciso. 
C) Obligaciones del periódico 
Derivan de las condiciones del deber de inserción y vamos a exa-
minar las relativas a: 
1.° Igualdad tipo-topográfica 
Ya hemos visto como en la legislación comparada se exige que 
el escrito de rectificación se inserte en un lugar del periódico que 
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impida que pueda pasar desapercibido para los lectores. Un tipo de 
legislaciones, como la francesa, impone que se inserte «en tete», en 
la primera página del periódico, aunque la información rectificada 
hubiera sido publicada en otra página. Otro sistema es el de inser-
tarlo en idéntico lugar y la misma tipografía que el texto rectificado. 
El artículo 11 de la ley española de imprenta de 7 de enero de 1879 
indicaba que la comunicación «deberá insertarse en la primera plana 
del periódico o por lo menos en una plana y columna iguales a las 
en que se publicó el artículo contestado o rebatido». 
El artículo 7.° del Decreto 745/66 establece que «la inserción de 
la nota o comunicado por las publicaciones de que se trate habrá de 
realizarse en la misma plana y columnas y con los mismos caracteres 
tipográficos con que se publicó la información objeto de rectifica-
ción». 
El condicionamiento de la igualdad de sitio y de tipografía fue 
establecido para garantizar la eficacia del derecho de respuesta, ya 
que los directores de algunos periódicos publicaban los escritos en 
última página y con caracteres imperceptibles, con lo que se les res-
taba importancia cuando no suponía un menosprecio. 
Se ha afirmado que es la rutina de las secciones periodísticas la 
que sirve para localizar los artículos de un determinado matiz, con 
más eficacia que la simple página, pues los diversos sectores del pú-
blico buscan las secciones cuyo contenido les interesa, las cuales por 
necesidades de composición no siempre pueden ser mantenidas en 
el mismo emplazamiento. Así, una sentencia del Tribunal de París de 
10 de junio de 1913 consideró como irregular la inserción de una res-
puesta «hecha en el mismo lugar que el artículo inicial, pero en un 
número en que la disposición tipográfica había sido modificada y 
en la que la rúbrica bajo la cual se había insertado el artículo, había 
sido reemplazada por otra rúbrica que atraía y retenía mucho menos 
la atención de los lectores». El Tribunal de Casación criminal fran-
cés, en su sentencia de 8 de enero de 1921, admitía la inserción de la 
respuesta en un lugar diferente «cuando a pasar de tal diferencia, los 
lectores habrán de tener indefectible conocimiento». 
Sin embargo, la posición restrictiva, que era la generalmente ad-
mitida, es confirmada definitivamente por el Tribunal de Casación 
francés en 16 de junio de 1955 al afirmar que las disposiciones rela-
tivas a la igualdad de lugar y tipografía «tienen carácter formal. 
Debe casarse la sentencia que para declarar adecuadas las insercio-
nes hechas, constata que la respuesta ha sido publicada en primera 
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pagma cuando el artículo al que respondía había sido publicado en 
segunda .. . con caracteres menores, y declara que el espíritu de la ley 
de 1881 ha sido respetado a la vista de los actuales criterios segui-
dos en la composición de los artículos de prensa, atrayendo suficien-
temente la atención de los lectores con los reenvios operados usual-
mente desde la primera página a las páginas siguientes, y que si los 
caracteres empleados para la inserción de las respuestas eran de 
menor tamaño, eran perfectamente legibles y el cambio podía expli-
carse por la longitud de la respuesta» 50. 
Nuestro Tribunal Supremo se ha referido a esta cuestión en su 
sentencia de 30 de enero de 1971 afirmando que la inserción efectua-
da de un escrito «no puede legalmente calificarse de rectificación, 
pues conforme a los artículos 60 y 62 de la Ley de Prensa y al De-
creto de 31 de marzo de 1966, aquella habrá de realizarse en la misma 
plana o columna y con los mismos caracteres tipográficos en que se 
publicó la información, preceptos que no cumplió el periódico ... por-
que la noticia se encabezó con grandes titulares y la supuesta recti-
ficación se inserta con reducidos caracteres tipográficos a continua-
ción de otra noticia»; y en la de 30 de octubre de 1969, referida a un 
caso de derecho de réplica pero perfectamente aplicable, que afirma 
la existencia de incumplimiento «ya que el artículo de X. lleva su tí-
tulo en grandes y gruesos caracteres tipográficos, mucho mayores 
que los utilizados en el título de la nota de rectificación; y en cuanto 
a sus textos, el artículo del Sr. X. está compuesto con tipos de letra 
negrilla, de mayor intensidad que los de la nota, que son los que nor-
malmente se emplean en los periódicos». 
Cabe entender también como falta de igualdad tipográfica el ca-
so en que, no siendo distintos los caracteres, sí lo sea el cuidado en 
la composición ofreciendo un texto salpicado de erratas, faltas de lí-
nea, etc. de tal manera que excedan de lo normalmente admisible y 
hagan difícil la comprensión del texto de la rectificación. 
2.° Plazo de inserción 
Según el artículo 5.° del Decreto 745/66, «1os directores de las 
publicaciones periódicas están obligados a insertar gratuitamente las 
50. Las sentencias francesas les hemos tomado de las obras Droit de la Pres-
se. Editiones de la Documentation frangaise; SOLAL, Dictionnaire du Droit de la 
Presse, voz «réponse», París 1959, pág. 122; Y BIOLLEY, ob. cit., pág. 67. 
EL DERECHO DE RECTIFICACION 207 
notas o comunicados de rectificación en el número siguiente a la re-
cepción de los mismos, a través de la Dirección General de Prensa 
o Delegación Provincial correspondiente o, en su caso, de la Agencia 
informativa que las distribuya». BLIN y sus colaboradores 51 comen-
tando el similar precepto francés, dicen que «esto significa que la 
publicación debe quedar asegurada en el primer número difundido 
después de la recepción de la rectificación. Suponiendo que éste es-
tuviera ya compuesto, el director de la publicación deberá modificar 
la composición a fin de que queden satisfechas las exigencias de la 
ley, lo que puede ser oneroso». 
En previsión de tales circunstancias, el segundo párrafo del ar-
tículo 5.° que estamos examinando, establece que «cuando el director 
de la publicación estime que es técnicamente imposible dar cumpli-
miento, en el número siguiente a su recepción, a las condiciones exi-
gidas para la inserción en el artículo 7.°, podrá solicitar de la Direc-
ción General de Prensa o de la Delegación Provincial del Ministerio, 
justificando debidamente tal imposibilidad, la ampliación del plazo, 
que en ningún caso podrá ser superior al de los dos números siguien-
tes al día de su recepción». 
El precepto habla de imposibilidad técnica. Como tales habrá que 
entender la recepción del escrito a una hora tan avanzada que el pe-
riódico esté compuesto y en plena tirada, o que el escrito de rectifi-
cación sea tan extenso que, ultimada la composición, no quepa in-
cluirlo sin un grave desbarajuste, salida tardía, pérdidas de correos 
para la distribución, etc. Sin embargo, habrá que distinguir entre im-
posibilidad técnica y grave transtorno, e influirán en la decisión de 
la Dirección General o de la Delegación, las circunstancias del caso. 
Si como consecuencia de una información se crea una situación con-
flictiva que haga temer desórdenes públicos, el periódico habría de 
publicar la nota de rectificación, aunque le fuera gravemente difícil, 
porque lo exigiría el interés público. Serán cuestiones de hecho que 
habrá de graduar discrecionalmente el órgano administrativo compe-
tente. Lógicamente, la decisión administrativa denegatoria es recurri-
ble, pero ha de ejecutarse. 
Al igual que en el derecho de réplica, se plantea una cuestión que 
difícilmente puede tener una perfecta solución legal, y es el caso de 
los suplementos semanales que suelen editar los domingos una gran 
parte de los diarios españoles en forma exenta, como encarte. Si una 
51. Ob. cit., pág. 47. 
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información contenida en uno de estos suplementos es objeto de rec-
tificación ¿ el periódico deberá insertarlo en el número siguiente a su 
recepción, como diario, o en el primer número del suplemento sema-
nal? La cuestión parece venir resuelta por el artículo 9.° del Decreto 
743/66 en cuanto dice que «los suplementos, encartes y ediciones o 
números especiales o extraordinarios de una publicación determinada 
tendrán, en relación con lo dispuesto en el artículo anterior, la mis-
ma consideración de la publicación de que se trate», con lo que puede 
opinarse que tales suplementos tienen la consideración legal de dia-
rios y la rectificación habrá de insertarse en el número siguiente a 
la recepción del oportuno escrito. Pero lo que es innegable es que de 
esta manera se incumple uno de los objetivos perseguidos por toda 
rectificación, cual es que la aclaración o corrección pueda llegar a las 
mismas personas que tuvieron conocimiento del escrito que la ha 
provocado, pues es una realidad que los domingos, tal vez por con-
secuencia de los suplementos precisamente, la tirada de los diarios es 
muy superior a la de los días laborables; y, desde luego, lo que es 
imposible de cumplir son las prescripciones de igualdad en cuanto a 
lugar de inserción. 
Tal vez la solución del problema sea la de que la autoridad que 
rectifica, haga constar en estos casos cuál es su preferencia en cuan-
to al número en que se haya de insertar su escrito. 
XIV. LA RESPONSABILIDAD POR INCUMPLIMIENTO 
Cuando el director de la Agencia informativa o de la publicación 
no da cumplimiento a los deberes que le vienen impuestos por el or-
denamiento jurídico, inciden en el ilícito, estableciendo la Ley de 
Prensa e Imprenta en su artículo 63 que «la infracción de las normas 
que regulan el régimen jurídico de Prensa e Imprenta dará origen a 
la responsabilidad penal, civil o administrativa que proceda», y el 
artículo 66 que «la infracción de los preceptos legales y reglamenta-
rios en materia de Prensa e Imprenta será sancionable en vía adminis-
trativa, independientemente de que sea o no constitutiva de delito». 
Hemos de subrayar que aquí nos referimos a la responsabilidad 
por incumplimento de los deberes impuetos por las normas que regu-
lan el derecho de rectificación, la cual es independiente de la respon-
sabilidad que pudiera corresponder en cuanto el contenido del escri-
to rectificado fuere constitutivo de infracción por exceder de los lí-
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mites impuestos por el artículo segundo de la Ley de Prensa y de la 
que no constituye causa de exención el hecho de que la rectificación 
se inserte. 
A) Responsabilidad administrativa 
El artículo 9.° del Decreto 745/66 establece que «el incumplimien-
to de lo que en este Decreto se establece, con independencia de las 
responsabilidades de otro orden en que pueda incurrirse, será sancio-
nado en vía administrativa de conformidad con lo dispuesto en la 
Ley de Prensa e Imprenta». Examinados en el capítulo anterior los 
deberes impuestos, podemos afirmar que las infracciones posibles son 
las siguientes: 
a) Comunes a Agencia y periódicos 
1.0 Efectuar modificaciones, intercalación o supresión en el es-
crito de rectificación (art. 8.°, par. 1.0). 
2.° Incluir apostillas o comentarios al escrito de rectificación en 
el mismo número en que éste se inserte, o en el servicio informativo 
del mismo día en que por la Agencia se distribuya (art. 8.°, par. 2.°). 
b) Específicos de la Agencia informativa 
1.0 No distribuir el escrito de rectificación (art. 4.°). 
2.° No distribuirlo a las mismas publicaciones a que lo fue la 
información objeto de la misma (art. 4.°). 
3.° No hacer constar en la transmisión que se trata del ejerci-
cio del derecho de rectificación (art. 4.°). 
4.° No distribuir el escrito en el primer servicio informativo que 
emita a partir del momento de su recepción (art. 6.°). 
c) Específicos del periódico 
1.0 No insertar el escrito de rectificación (art. 5.°). 
2.° No insertarlo en el número siguiente a la recepción o en los 
dos siguientes si hubiera obtenido ampliación de plazo (art. 5.°). 
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3.° No insertar la nota o comunicado en la misma plana y co-
lumna y con los mismos caracteres tipográficos con que se publicó 
la información objeto de la rectificación (art. 7.°). 
Podemos dividirlos en dos grandes grupos. En uno, la conducta 
es de acción -efectuar modificaciones, supresiones o intercalaciones, 
e incluir apostillas o comentarios en el mismo número y servicio-; 
en el otro grupo, que comprende las restantes infracciones enumera-
das, la conducta es de omisión. Aunque no vamos a extendernos en 
el estudio de la infracción administrativa 52, es claro que para que se 
produzca es preciso que intervenga la voluntad del autor que, a su 
vez, exige conocimiento de las circunstancias del caso. Por tanto, si 
la Agencia no hace constar a los periódicos que se trata de ejercicio 
del derecho de rectificación, o efectúa modificaciones en el escrito 
sin darles cuenta, es indudable que el periódico no incurrirá en res-
ponsabilidad por no publicarlo con igualdad de tipo y lugar, o por 
publicarlo con dichas modificaciones. Tal exención no se producirá en 
el caso de que se acompañaran apostillas o comentarios, pues en este 
caso el periódico debe saber que no los puede publicar en el mismo 
número. O sea, que eximiría de responsabilidad el error de hecho, que 
constituiría una causa de inculpabilidad, pero no el error de derecho. 
Responsable de la infracción 
Aunque el Decreto 745/66 se refiere genéricamente a las publica-
ciones o Agencias, el artículo 62 de la Ley de Prensa establece el de-
ber de inserción concretamente en «los directores de las publicacio-
nes periódicas», por lo que es en ellos, y en los directores de Agencias, 
en quienes surge la responsabilidad directa; afirmación a la que se 
llegaría igualmente a través del principio general de responsabilidad 
que proclama el artículo 39 de la Ley de Prensa e Imprenta. Todo 
ello, siempre que estuviera al frente del periódico cuando las infrac-
ciones resultaran cometidas. En otro caso, lo sería el redactor que 
52. Puede consultarse la obra de MONTORO PUERTO La infracción adminis-
trativa, Barcelona 1965 ~ nuestro trabajo La infracción administrativa en la ju-
risprudencia del Tribunal Supremo, en «Documentación Administrativa», n.O 135, 
ma~o-junio 1070, pág. 119 Y sigtes. 
Un estudio amplio sobre la responsabilidad administrativa por infracción en 
materia de derecho de réplica, de total aplicación en el presente, puede encon-
trarse en el capítulo XII de nuestro trabajo, Información y derecho de réplica. 
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lo sustituya en las tareas de dirección, siempre y cuando la sustitu-
ción se hubiera ajustado a las prescripciones reglamentarias. 
Competencia y procedimiento 
En virtud de lo establecido en el artículo 70 de la Ley de Prensa 
e Imprenta, la competencia para corregir las infracciones administra-
tivas corresponde al Director General de Prensa o al de Información, 
en su caso, las de carácter leve; al Ministro de Información y Turis-
mo las de carácter grave y al Consejo de Ministros, las de carácter 
muy grave. Tal competencia comprende la de ordenar la instrucción 
de expedientes. Por tanto, las Delegaciones Provinciales no deben ini-
ciar expediente por su propia iniciativa, sino que pondrán los hechos 
en conocimiento de la Dirección General de Régimen Jurídico de la 
Prensa la cual decidirá si ha lugar a ordenar la incoación de expe-
diente. 
La tramitación del expediente ha de regirse por las normas con-
tenidas en la Orden de 22 de octubre de 1952, modificada por la de 
24 de noviembre de 1956 ya que como tiene afirmado el Tribunal Su-
premo en su sentencia de 19 de diciembre de 1960 «el artículo 133 de 
la Ley de Procedimiento Administrativo excluye del procedimiento 
sancionador que regula a los procedimientos establecidos en disposi-
ciones especiales y en el apartado 3.° de la Disposición Final l.a de la 
dicha Ley dispone que el Gobierno señalará en el plazo de tres meses 
a partir de la publicación de la Ley, cuales son los procedimientos 
especiales vigentes por razón de su materia y cumplimiento esta obli-
gación se publicó el Decreto de 10 de octubre de 1958 en el que se 
enumeran los procedimientos que deben considerarse como especiales 
en razón a las peculiares características de las materias a que se 
aplican, señalando como tales en el número 24 de su artículo l.0, los 
procedimientos a que den lugar los actos enunciados en el artículo 40 
apartado b) de la Ley Jurisdiccional, así como los actos de policía 
sobre la Prensa, Radio, Cinematografía y Teatro, sin que del hecho 
de que la Ley de Prensa derogara el apartado b) del artículo 40 de la 
Ley Jurisdiccional estableciendo el recurso contencioso-administrati-
vo para las infracciones cometidas en esta materia, que antes no te-
nían, pueda deducirse la derogación de tales Ordenes y mucho me-
nos cuando la Ley de Prensa al enumerar los preceptos que deroga, 
no indica ni el apartado 24 del artículo 1.0 del Decreto de 19 de octu-
bre de 1958, ni las Ordenes Ministeriales de 1952 y 1956 tan citadas, 
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y cuando el artículo 6.° de la Ley de 22 de julio de 1967, reconoce la 
vigencia de tales Ordenes, por lo que el problema de su vigencia, no 
puede ofrecer ninguna duda» 53. 
En concreto, las normas por las que se rige la función de policía 
de prensa en lo que a competencia y procedimiento se refiere son las 
siguien tes: 
l.a La Ley de Prensa e Imprenta en su capítulo X y específica-
mente los artículos 67 a 72 en que se definen las infracciones por ra-
zón de su gravedad, se establece la clase y cuantía de las sanciones, 
la competencia para imponerlas y el régimen de recursos. 
2.a La Orden Ministerial de 22 de octubre de 1952 modificada 
por la de 29 de noviembre de 1956, en cuanto no resulte modificada 
por las disposiciones de la Ley de Prensa que acabamos de enunciar, 
fundamentalmente en lo que se refiere a la cuantía de las sanciones y 
a la falta de competencia para imponerlas en los Delegados Provin-
ciales. 
3.a Como supletorio, el capítulo 11 del Título VI de la Ley de 
Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958, modificada por 
la de 2 de diciembre de 1963, que tiene una aplicación directa en sus 
restantes títulos de conformidad con lo establecido en los artículos 1 
y 133 de dicho Cuerpo legal. 
Carácter de la infracción 
Con arreglo a lo establecido en el artículo 68 de la Ley de Prensa, 
las infracciones en materia de rectificación pueden ser: 
a) Graves 
Constituyen infracciones graves -dice el n.O 1, aparto a) de dicho 
precepto- «el incumplimiento de las obligaciones de inserción o di-
fusión contenidas en los artículos 6.° y 62 de esta Ley, siempre que 
exista requerimiento expreso al efecto». 
b) Leves 
De no existir requerimiento expreso, será de aplicación el n.O 2 
del citado artículo 68, según el cual «se considera como infracción 
53. Hay una nutrida jurisprudencia de nuestro Tribunal Supremo en este 
sentido. 
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leve, cualquier infracción de las disposiciones legales, o reglamenta-
rias que no esté comprendida como infracción muy grave o grave». 
Las sanciones aplicables están previstas en el artículo 69.1.a) de 
la Ley de Prensa e Imprenta y son las siguientes: 
«1.0) En las infracciones leves: Suspensión en el ejercicio de las 
actividades profesionales hasta quince días o multa de 1.000 a 25.000 
pesetas. 
2.°) En las graves. Suspensión en el ejercicio de las actividades 
profesionales de quince días a un mes o multa de 25.000 a 50.000 pe-
setas». 
En cualquiera de los casos se produce la responsabilidad solida-
ria de la Empresa propietaria en virtud del poder típico ex lege del 
artículo 39 de la Ley de Prensa que obliga «al empresario en todo lo 
relativo al ejercicio de las funciones a su cargo y, especialmente, en 
cuanto a las responsabilidades que se deriven de la publicación perió-
dica de que se trate». 
La competencia para corregir las infracciones expresadas, corres-
ponde según el artículo 70: 
1. Al Director General de Prensa o al de Información, en su ca-
so, las de carácter leve. 
2. Al Ministro de Información y Turismo, las de carácter grave. 
La resolución habrá de ser notificada al Director de la Agencia o 
publicación inculpado, con los requisitos establecidos en la Ley de 
Procedimiento Administrativo relativos a la instrucción acerca del ca-
rácter no definitivo de la misma y el recurso procedente, plazo para 
su interposición y Autoridad competente. 
En cuanto al régimen de recursos, el artículo 10 del Decreto 745/ 
66 establece que «contra los acuerdos que impongan sanción, podrán 
interponerse, en vía administrativa, los recursos determinados en el 
artículo 71 de la Ley de Prensa e Imprenta». Por tanto cabrá recurso 
ante el Ministro de Información y Turismo de las sanciones impues-
tas por el Director General de Prensa, y ante el Consejo de Ministros 
de las que, pueda imponer el Ministro del Departamento 53 bis. 
53 bis. Contra la resolución recaída en el recurso cabe la interposición del 
correspondiente contencioso-administrativo como indica el artículo 10 del Decre-
to 745/66. De conformidad con lo establecido en el arto 61.1. del Real Decreto-Ley 
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B) Responsabilidad penal 
En el caso de que el director de la publicación incumpla el deber 
de insertar el escrito de rectificación que se le haya hecho llegar por 
el organismo competente con requerimiento expreso de inserción, pue-
de incurrir en infracción penal, compatible con la de carácter admi-
nistrativo según constante jurisprudencia del Tribunal Supremo que 
afirma «la coexistencia independiente de las esferas judicial y admi-
nistrativa» 54. 
Creemos que tal conducta podrá encuadrarse en el delito de des-
obediencia que tipifica el artículo 277 del vigente Código Penal al 
establecer que «los que, sin estar comprendidos en el artículo 231, 
resistieren a la autoridad o a sus agentes, o los desobedecieren grave-
mente en el ejercicio de las funciones de su cargo, serán castigados con 
las penas de arresto mayor y multa de 5.000 a 25.000 ptas.». 
La doctrina del Tribunal Supremo con respecto al delito de des-
obediencia afirma que «para que nazca a la vida legal del derecho 
represivo es necesario concurran diversas circunstancias característi-
cas que lo determinen e integren, esto es, que medie un mandato o 
requerimiento previo, formal, expreso y concreto que por su claridad 
y precisión no pueda ofrecer duda alguna; que tenga su origen o pro-
ceda directamente de la Autoridad, sus agentes en el ejercicio de las 
funciones propias de su cargo; que el sujeto activo de la acción cri-
minosa se dé perfecto, completo y cabal conocimiento del contenido 
y alcance de aquél, y no obstante ello, de manera inequívoca, persis-
tente y reiterada, se manifieste rebelde al cumplimiento del deber 
inexcusable de acatarlo; que la infracción cometida tenga transcen-
dencia y la actitud adoptada quebrante, o menoscabe notoriamente 
el prestigio y consideración debida a los representantes del poder pú-
blico» (S. 12-6-1946). 
Creemos que se dan los requisitos exigidos ya que, hay un reque-
rimiento expreso, formal y concreto, de la Dirección General de Pren-
sa, Delegación Provincial de Información y Turismo, autoridades com-
petentes entre cuyas funciones entra por mandato legal la de ordenar 
la inserción de los escritos de rectificación; en el sujeto activo, por 
su condición de profesional del periodismo, hay que presumir el co-
1/1977 de 4 de enero, la competencia para entender de los mismos corresponde 
a la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional. 
54. Vid. SS. de 12 de diciembre de 1969, 12 de febrero, 26 de febrero y 19 de 
octubre, todas de 1970. 
EL DERECHO DE RECTIFICACION 215 
nocimiento del alcance del contenido de la orden y no obstante la 
desobedece; y por último no sólo es que se quebrante y menoscabe el 
prestigio y la consideración de las autoridades que dan la orden, sino 
que se mantiene una imagen errónea de los que solicitan la rectifica-
ción. Lógicamente, y como dice la Sentencia de nuestro más alto Tri-
bunal de 25 de abril de 1944 «es requisito esencial que conste proba-
do que la orden que se entiende incumplida haya sido comunicada en 
forma legal al obligado a su complimiento}>. 
Ahora bien, para que el tipo se perfeccione, nuestro Tribunal Su-
premo tiene indicado que no basta con el mero incumplimiento de 
una orden sino que «requiere que se dé una voluntad persistente en 
no acatar lo que dispusiere» (S. 16-2-1955). 
Ello lleva a la práctica de la repetición de la orden con apercibi-
miento de proceder por delito de desobediencia, que debe ser hecha 
de manera directa y personal (vid. sentencia de 22-V-1956). De aquí 
que, en el tema que estudiamos, si la no inserción del escrito de rec-
tificación en el número siguiente al de ser recibido constituiría una 
infracción administrativa, para que pudiera constituir el delito de 
desobediencia sería precisa una repetición de dicha orden con el opor-
tuno, no sólo requerimiento de inserción, sino apercibimiento de des-
obediencia. Si las circunstancias del caso requieran una inexcusable 
inserción urgente, cabría que en una primera orden se requiriera de 
inserción y se apercibiera de desobediencia. 
Lógicamente, no es este lugar para estudiar con amplitud el de-
lito de desobediencia. La Dirección General de Prensa o la Úelegación 
de Información y Turismo, ante una situación de este tipo, pondrá 
los hechos en conocimiento del Ministerio Público a los efectos per-
tinentes. 
C) Responsabilidad civil 
De la negativa de inserción de un escrito de rectificación no se 
deriva la posibilidad de exigencia de responsabilidad civil. Según 
BLIN y sus colaboradores 55 «se trata del tipo de acciones que se ba-
san únicamente en el interés general. Cuando la inexactitud concer-
niente al acto de la función sea de naturaleza que cause al mismo 
tiempo un perjuicio al funcionario puesto en evidencia de una manera 
55. Ob. cit., pág. 48. 
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directa o indirecta, éste podrá disponer del derecho de respuesta, de 
la acción por responsabilidad civil, e incluso eventualmente, de la ac-
ción por difamación». 
Responsabilidad de la Administración 
Al estudiar la función que corresponde a los Organismos Oficia-
les de Prensa en el derecho de rectificación, planteábamos el tema 
de si, contra la resolución ordenatoria de inserción del comunicado 
rectificatorio cabría la interposición de recurso administrativo y con-
tencioso-administrativo a pesar de no estar previstas en el Decreto 
745/66, cuestión en la que nos pronunciábamos resueltamente por la 
contestación afirmativa. 
Cierto que la resolución es inmediatamente ejecutiva y el perió-
dico tendrá que insertar la réplica urgentemente; cierto que tal vez 
al Director o la Empresa piensen que no vale la pena recorrer el lar-
go camino de un contencioso-administrativo para obtener una satis-
facción que, prácticamente, será sólo moral. 
Pero también cabe lo contrario, cabe que ante una resolución ad-
ministrativa que se estima injusta porque el derecho de rectificación 
ejercitado no reúna los requisitos que hemos examinado al tratar las 
condiciones necesarias para su ejercicio, el administrado decida in-
terponer recurso y que el Tribunal Contencioso-Administrativo dicte 
sentencia a su favor. Si se llegara a declarar no ajustada a Derecho 
la orden de inserción nacería una responsabilidad, que la Ley de 
Prensa e Imprenta recoge en su artículo 65.4. al decir que «la res-
ponsabilidad patrimonial del Estado y la de las Autoridades y funcio-
narios en relación con los actos que regula la Ley de Prensa e Im-
prenta se regirá por lo dispuesto en el Título IV de la Ley de Régi-
men Jurídico de la Administración del Estado». Lógicamente se re-
solvería en una indemnización de daños y perjuicios que consistiría 
en el abono del espacio de inserción del escrito rectificatorio al pre-
cio ordinario que la publicación tenga establecido como tarifa de 
publicidad. 
XV. EL DERECHO DE RECTIFICACIÓN EN EL ÁMBITO INTERNACIONAL 
Con el fin de mantener claros los conceptos hemos de examinar 
dos posibles aspectos al hablar del derecho de rectificación en el ám-
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bita internacional. El primero se refiere a la posibilidad de que los 
titulares del derecho de rectificación con arreglo a una legislación 
interna, o sea los depositarios de la autoridad pública, la Administra-
ción de un país, pueden ejercerlo fuera de las fronteras de su terri-
torio, frente a órganos informativos que hayan difundido informacio-
nes erróneas o deformadas relativas a actos realizados en el ejercicio 
de sus funciones. El segundo aspecto se refiere a la figura de un de-
recho de rectificación internacional, concebido e insertado en el cua-
dro del Derecho Internacional Público, y cuya titularidad correspon-
de a los Estados, evitando las dificultades que puede plantear el me-
canismo de las instituciones de derecho interno sobre la materia. 
Autoridades y órganos de la Administración 
En anterior epígrafe de este trabajo hemos visto cómo existen 
cuatro posturas en las legislaciones internas frente a la admisión de 
los derechos de réplica y rectificación. La de Estados Unidos que no 
admite ninguno de ellos por estimarlos contrarios a la libertad de 
prensa, y, por tanto, contrarios a la Enmienda primera de la Consti-
tución. La belga, que admite el derecho de respuesta para los particu-
lares, pero no que pueda ser ejercido por los organismos gubernameri-
tales. La italiana, que reglamenta un sólo derecho de rectificación 
que puede ser utilizado indistintamente por particulares y por orga-
nismos oficiales. Y por último la francesa, que es también, la espa-
ñola, que admiten dos derechos diferenciados, el de réplica y el de 
rectificación, uno para particulares y otro para organismos públicos, 
con características y consecuencias distintas. 
Pues bien, parece claro que si Estados Unidos y Bélgica no con-
ceden el derecho de rectificación a sus propios organismos, no pueda 
intentar ejercerlo un organismo oficial extranjero, aunque sólo sea 
por el principio -abolido el régimen de capitulaciones- de que los 
extranjeros no pueden pretender ejercer en ningún Estado más dere-
chos de los que tienen los propios nacionales. Es, no ya un caso de 
institución extranjera desconocida, sino de una institución que cho-
ca con las concepciones sociológicas del país. Por aplicación del prin-
cipio de reciprocidad, tampoco podrían pretender ejercerlo los or-
ganismos oficiales de Estados Unidos o Bélgica que no lo admiten, en 
un país como Francia o España en que sí está recogido. 
Pero es que aún entre dos países cuyas legislaciones regulen el 
derecho, creemos que no cabe que las autoridades de uno puedan 
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ejercerlo en el otro. El informe del Gobierno francés, a petición del 
Consejo Económico y Social de la Organización de Naciones Unidas 56 
dice que «el recurso al derecho de rectificación en el plano interna-
cional, puede ser admitido sin gran riesgo de abuso en la medida en 
que este derecho se reserva a los depositarios de la autoridad pública 
y limitado a los actos en el ejercicio de sus funciones. Sería útil, en 
estas condiciones, pedir la inserción de este derecho en todas las le-
gislaciones internas, bien entendido que quedaría abierto a las auto-
ridades extranjeras en las mismas condiciones que a las autoridades 
francesas y podría ser ejercido frente a todos los órganos de infor-
mación cualesquiera que fueran, prensa escrita o hablada (radiodifu-
sión) o actualidades cinematográficas. Sería deseable una armoniza-
ción de todas las legislaciones internas en este sentido. Sin embargo, 
no parece que pueda ser inmediatamente alcanzada. Implica ciertas 
modificaciones en las legislaciones y en los hábitos que no podrían 
ser realizados en un plazo corto. En todo caso puede darse una pri-
mera etapa que comportara la conclusión de acuerdos particulares 
entre Estados que tengan legislaciones internas análogas sobre este 
punto». 
Estimarnos extremadamente difícil la posibilidad de que llegara 
a establecerse el derecho en los términos que postula la nota ante-
rior. Incluso encontramos dificultades técnicas que considerarnos in-
superables. No vernos a autoridades u órganos de la Administración 
francesa ejerciendo el derecho de rectificación en los periódicos es-
pañoles ni a la inversa. Tengamos en cuenta que los organismos ofi-
ciales, participan del ius imperií del Estado y por tanto no pueden 
actuar como tales fuera de sus fronteras, y al mismo tiempo, que las 
competencias se distribuyen entre los diversos órganos del Estado y 
todo lo relativo a una posible actuación en el exterior, corresponde 
a los Agentes diplomáticos. Es normal que éstos se dirijan a los me-
dios informativos del país en que están acreditados con escritos de 
rectificación; y es igualmente usual que los órganos informativos los 
inserten en sus columnas, pero ello dentro de una práctica cortés. 
Corno derecho, pensarnos que un Embajador extranjero no podría 
dirigirse directamente a un órgano administrativo del país en que 
está acreditado invocando el derecho de rectificación, sino que habría 
de hacerlo a través del Ministerio de Asuntos Exteriores. 
56. Contenido en Liberté de l'Information, vol. I, pág. 245. Lake Success-New 
York, 1950. 
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Los Estados 
La Comunidad internacional exige una convivencia entre los Es-
tados que la constituyen, pero los actuales postulados internacionales 
imponen estrechar los vínculos en una postura de cooperación. La 
Información es uno de los elementos que permite una debida com-
prensión y conocimiento entre los países y los pueblos. Si los órganos 
informativos cumplen correctamente la misión que les incumbe, ayu-
darán en alto grado a la unidad y concordia internacional. Informa-
ciones falsas o tendenciosas pueden dar lugar a conflictos interna-
cionales -recordemos el telegrama de Ems-, a situaciones de ten-
sión entre los países y estados de opinión adversa entre sus súbditos. 
De aquí el interés para un buen entendimiento universal en que los 
Estados puedan corregir cualquier información inexacta a ellos ati-
nente publicada en cualquier órgano informativo de cualquier país 57. 
Después de la primera guerra mundial, en el ámbito de la Socie-
dad de Naciones se planteó el problema del gran perjuicio que la rea-
lización de campañas de prensa con informaciones inexactas e irres-
ponsables podría producir en las relaciones internacionales. 
BUTTER 58 expone que l'Union Internationale des Associations pour 
la Société des Nations, presentó a la Asamblea de la Sociedad de 
Naciones una moción dirigida a «encontrar por vía internacional una 
solución a las cuestiones siguientes: a) El establecimiento de un de-
recho internacional de respuesta en favor del Estado al que se le hu-
biera imputado un hechO de tal naturaleza que pudiera turbar las 
buenas relaciones internacionales, por un diario o una emisora de 
radiodifusión; b) Establecimiento de un procedimiento rápido de in-
formación internacional en los casos de difusión de una noticia que 
pueda turbar las relaciones internacionales; c) Represión penal en 
cada Estado de la difusión malintencionada de noticias inexactas o 
documentos falsos que puedan turbar las citadas relaciones». 
En las sesiones del 13 de febrero y 15 de marzo de 1932 de la 
Conferencia del Desarme, fueron presentados por el Gobierno polaco 
diversos proyectos, entre ellos uno confeccionado por el Ministro 
57. Vid. en este sentido, TERROU y SOLAL, Derecho de la Informaci6n, París 
1952, pág. 362, Y BLIN, CHAVANNE y DRAGO, ob. cit., pág. 42. 
58. OseAR BUTTER, La pre8se et les relations internationales, en Recueil des 
Cours de l'Academie de Droit International, vol. 45, págs. 223 y sigtes. A BUTTER 
seguimos fundamentalmente en esta fase. 
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de Asuntos Exteriores Zaleski en que planteaba el problema de la 
utilidad de la inserción en los Códigos penales de un precepto en que 
se sancionara a todo individuo que difundiera en la prensa noticias 
falsas y tendenciosas relativas a la situación internacional. Pero co-
moquiera que la represión no contribuye a rectificar una informa-
ción inexacta, sería útil ampliar el campo de aplicación del derecho 
de respuesta extendiéndolo a los Gobierno extranjeros. 
Este problema, tan propicio para la actuación periodística, dio 
origen a que «Nouvelles litteraires» realizara una encuesta entre po-
líticos y literatos. Stefan Zweig afirmaba en ella que se trataba de 
conceder un «derecho de respuesta» a los Gobiernos extranjeros «que 
tendrían el derecho de exigir al diario que hubiera publicado una in-
formación falsa, relativa a la situación de sus Estados, la oportuna 
rectificación». 
Moresco, en la revista «Le Monde», bajo el título «Un droit natu-
re!», decía: «En las relaciones internacionales no existe clase alguna 
de derecho de respuesta. Ni el derecho interno ni el Derecho Inter-
nacional (tratados ni costumbre) protegen la nación extranjera con-
tra una difamación lanzada por cualquier diario. Ni las leyes contra 
la difamación, ni el derecho de respuesta, defienden a esa gran co-
lectividad humana que es la nación contra los ataques morales, que 
a menudo terminan en ataques materiales, a los que siempre prece-
den y de los que muchas veces son la causa más o menos directa. 
No existe otro remedio contra la difamación internacional que la in-
troducción del derecho de respuesta internacional. Es necesaria, al 
menos entre los miembros de la Sociedad de Naciones, una conven-
ción que establezca el derecho de respuesta internacional en los ca-
sos de publicación de hechos atribuidos falsamente a una nación ex-
tranjera». 
No obstante las anteriores manifestaciones, no se llegó a ningún 
resultado práctico, ya que fue afirmado que el establecimiento de 
este derecho internacional de respuesta sería contrario al principio 
de libertad de Prensa. Posteriormente la segunda Gran Guerra abrió 
un paréntesis en las tareas de solución de este problema. 
A la terminación de la misma, en la Comisión de Derechos Hu-
manos dependiente del Consejo Económico y Social de las Naciones 
Unidas, se creó una Subcomisión para la Libertad de Información 
y Prensa, cuya primera misión fue preparar una conferencia interna-
cional sobre libertad de Información, de conformidad con lo acor-
dado en la resolución de la Asamblea general número 59, en 14 de 
diciembre de 1946. 
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Dicha Conferencia se celebró en Ginebra desde el 23 de marzo al 
23 de abril de 1948. La delegación francesa presentó un proyecto de 
convención que entrañaba la institución de un derecho de rectificación 
internacional y que fue objeto de ataques muy severos de Rusia, In-
glaterra y Estados Unidos temerosos de que tal convención sirviera 
de pretexto para inundar la prensa de los diversos países de una ava-
lancha de comunicados de propaganda 59. Según Pinto, los Estados 
reprochaban al proyecto permitir una ingerencia gubernamental con-
traria a la libertad de prensa, no ser aplicable en un mundo de ma-
la fe y en un clima internacional desfavorable. El proyecto se impon-
dría a todos los Estados y los obligaría a modificar su legislación. 
El Consejo Económico y Social aprobó meses más tarde el in-
forme de la Conferencia, admitiendo algunas enmiendas presentadas 
por la Comisión de Derechos Humanos 60 y lo sometió a la Asamblea 
General de la Organización de Naciones Unidas, que en su sesión de 
13 de mayo de 1949 formuló el proyecto de «Convención relativa a la 
transmisión internacional de informaciones y al derecho de rectifica-
ción», dedicando a este último los artículos noveno a undécimo. 
El preámbulo de dicho proyecto afirma que: 
«Considerando que un medio eficaz consiste en otorgar a los Es-
tados afectados directamente por una información que consideren fal-
sa o deformada, difundida por una agencia de información, la posibi-
lidad de asegurar a sus rectificaciones una publicidad adecuada». 
«Considerando que la legislación de ciertos Estados no prevé un 
derecho de rectificación del cual puedan valerse los Gobiernos ex-
tranjeros y que es conveniente establecer tal derecho sobre el plano 
in ternacional». 
y el articulado establece: 
«Artículo IX.-1.o Reconociendo que la responsabilidad profe-
sional de los corresponsales y de las empresas informativas les obliga 
a dar a conocer los hechos sin discriminaciones y sin aislarlos de las 
circunstancias que los explican, y por tanto, a promover el respeto de 
los derechos humanos y de las libertades fundamentales, favorecer la 
59. Vid. el capítulo Hacia un derecho universal de réplica, en la obra de DE-
SANTES La información como Derecho, págs. 362 y sigtes. Idem, ROOER PINTO, La 
liberté d'opinion et d'Information, París 1955, pág. 179; BLIN, CHAVANNE y DRAGO, 
ob. cit., pág. 42 Y TERROU y SOLAL, ob. cit., pág. 362. 
60. Vid. JULIO JOSÉ SANTA PINTER, El Derecho Internacional de la Informa-
ción, Córdoba, Argentina 1950. 
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comprensión y la cooperación entre las naciones y contribuir al man-
tenimiento de la paz y la seguridad internacionales. 
Considerando igualmente que, por razones de honestidad profe-
sional, los corresponsales y empresas informativas deberían, en el ca-
so de que se probara la falsedad o deformación de los despachos in-
formativos transmitidos o publicados, seguir el uso normal y trans-
mitir por la misma vía, o publicar, la rectificación de dichos des-
pachos. 
Los Estados contratantes convienen que, en los casos en que un 
Estado contratante considere falso o deformado un despacho infor-
mativo susceptible de perjudicar sus relaciones con otros Estados, 
su prestigio o su dignidad nacional, transmitido de un país a otro por 
corresponsales o empresas informativas de un Estado, contratante o 
no, y publicado o difundido en el extranjero, podrá dirigir su versión 
de los hechos (designada con el nombre de comunicado) a los Esta-
dos contratantes en cuyo territorio haya sido difundido o publicado 
dicho despacho. Un ejemplar de dicho comunicado será enviado al 
mismo tiempo a la empresa informativa o al corresponsal interesado, 
para colocarlos en condiciones de rectificar el despacho informativo 
en cuestión. 
2.° Unicamente los despachos informativos pueden dar lugar a 
un comunicado. No deberá referirse a comentarios ni a expresiones 
de opinión. No deberá tener mayor longitud que la necesaria para rec-
tificar la inexactitud o la deformación que se haya cometido; deberá 
ir acompañado del texto íntegro del despacho tal y como ha sido pu-
blicado o difundido, y de la prueba de que ha sido transmitido del 
extranjero por un corresponsal o por una empresa informativa». 
«Artículo X.-1.° En el más breve plazo posible, y en todo caso 
dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de recepción de 
un comunicado transmitido de conformidad con las disposiciones del 
artículo IX, el Estado contratante, cualquiera que sea su punto de 
vista respecto a los hechos en cuestión, deberá: a) Remitir dicho co-
municado a los corresponsales y empresas informativas que ejerzan 
su actividad en el territorio, por los medios que habitualmente utili-
za para la transmisión de informaciones relativas a los asuntos in-
ternacionales con objeto de su publicación; y b) Transmitir el comu-
nicado a la sede de la empresa informativa, cuyo corresponsal es res-
ponsable del envío del despacho en cuestión, en el caso de que esté 
situada en su territorio. 
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2.° En el caso de que un Estado contratante no cumpla las obli-
gaciones que le incumben en virtud del presente artículo, respecto a 
un comunicado emanado de otro Estado contratante, será lícito a es-
te último observar, a título de reciprocidad, la misma actitud respec-
to a cualquier comunicado que posteriormente la puede ser dirigido 
por el Estado que ha faltado a sus compromisos». 
«Artículo XL-l.O Si uno de los Estados contratantes a los que 
se dirija un comunicado conforme al artículo IX, no cumple en los 
plazos prescritos, las obligaciones previstas en el artículo X, el Esta-
do contratante que ejerza el derecho de rectificación podrá someter 
al Secretario general de las Naciones Unidas dicho comunicado, acom-
pañado del texto íntegro del despacho, tal y como ha sido publicado o 
difundido; al mismo tiempo lo pondrá en conocimiento del Estado 
objeto de su queja. Este último podrá en los cinco días hábiles si-
guientes a la fecha de recepción de tal notificación, dirigir sus obser-
vaciones al Secretario general, observaciones que deberán referirse ex-
clusivamente a las causas por las cuales no se hallaba obligado al 
cumplimiento de las obligaciones que le incumben en virtud del ar-
tículo X. 
2.° El Secretario general deberá en todo caso, por los medios 
de que disponga y en los diez días siguientes a la fecha de recepción 
del comunicado, dar la publicidad conveniente al comunicado, acom-
pañado del despacho, así como de las observaciones aducidas por el 
Estado objeto de la queja». 
Según Rivas Corral 61 «poco después, la propia Asamblea decidió 
que este proyecto no fuera sometido a la firma de los Estados que ha-
bían intervenido en su confección hasta que se aprobara también la 
convención gemela sobre Libertad de Información. En numerosos 
centros periodísticos, y en especial en los Estados Unidos, se expresó 
una fuerte protesta por el hecho de que fueran a tener carácter legal 
las «restricciones» sin que lo tuviera al mismo tiempo la garantía de 
libertad». 
Pero la resolución de 19 de diciembre de 1952 decidió abrir a la 
firma de los Estados una Convención que contenía las disposiciones 
adoptadas en 1948. Sin embargo no entró en vigor hasta el 24 de 
61. La Libertad de Información en las Naciones Unidas, en «Gaceta de Pren-
sa Española», n.o 50, Madrid, abril 1952. 
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agosto de 1962 62 en que fue signada por siete Estados: Cuba, Francia, 
Guatemala, El Salvador, Sierra Leona, República Arabe Unida y Yu-
goslavia. El ámbito no es transcendente aún. La reglamentación se 
refiere a casos en que «un Estado contratante considere falso o de-
formado un despacho informativo susceptible de perjudicar las re-
laciones con otros Estados, su prestigio o su dignidad nacional, trans-
mitido de un país a otro por corresponsales o empresas informativas». 
De aquí se deduce: 
1.° Que sólo al Gobierno, como representante del Estado, le co-
rresponde este derecho. 
2.° Que basta con que «considere falso o deformado». 
3.° Que al referirse a «empresas informativas», en general, com-
prende no sólo a la prensa, sino también a la radiodifusión, televisión 
y cualquier otro medio. 
4.° Que los comunicados habrán de ser rectificativos, no polémi-
cos. Por tanto, alcanzan sólo a noticias, no a juicios de opinión. 
5.° Que los estados no se obligan a hacer publicar el comunica-
do de rectificación sino simplemente a transmitirlo a los correspon-
sales y empresas informativas que ejerzan actividad en su territorio 
y a la empresa informativa -si tiene la sede en su territorio- cuyo 
corresponsal es el responsable del despacho en cuestión. 
6.° Puede decirse que no existe sanción para el caso de incum-
plimiento de los deberes por parte del Estado obligado. Lo único 
previsto es que al Estado que remite el comunicado rectificatorio, le 
será lícito, a título de reciprocidad, adoptar la misma actitud en el 
futuro. y no ya es que no exista sanción, sino que la solución adopta-
da puede llevar consigo la ineficacia de la Convención en cuanto de-
je de ser obligatoria entre los incumplidores. 
Terrou y Solal 63 dicen que «bajo esta forma tan dulcificada, la 
institución pierde mucha eficacia. De todas maneras, constituye el 
primer paso hacia el establecimiento de un verdadero derecho de rec-
tificación internacional que se nos ofrece hasta ahora como la única 
institución jurídica de este tipo que, sin atentar contra los principios 
62. Vid. BOURQUIN, JACQUES, Nations Unies et liberté de l'information, en el 
volumen La Press6, editado por el Instituto de Ciencias Sociales de la Diputación 
de Barcelona, año 1963, pág. 458. 
63. Ob. cit., pág. 364. 
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fundamentales de la libertad de expresión, permite luchar eficazmen-
te contra las informaciones falsas». 
Para Pinto 64 el juicio es mucho más duro. «Las disposiciones ana-
lizadas no son muy afortunadas . .. Bajo la verborrea de fórmulas y la 
complejidad de estipulaciones, se disimula la ausencia de obligaciones 
reales». Partiendo de la base de que la única efectividad de la Con-
vención radica en la publicidad dada al comunicado por el Secretario 
General de la O.N.U. considera completamente innecesaria recurrir a 
una Convención siempre dificultosa en su gestación y firma. Cree que 
bastarían disposiciones más simples que establecieran un «control 
internacional» sobre la base de publicidad. «Una recomendación de 
la Asamblea General de la O.N.U. podría invitar a los Estados miem-
bros a hacer conocer, bien al Departamento de Información de la 
O.N.U., bien a una comisión ad hoc, los casos en los que no han podi-
do obtener, por las vías normales, rectificación de una noticia falsa 
que les concierne. Después de haber recogido las observaciones de 
los Estados, de las empresas informativas o de los corresponsales in-
teresados, el órgano competente de las Naciones Unidas, daría la 
apropiada publicidad en los casos procedentes y por los medios de 
que dispusiera». 
64. Ob. loco cito 
The inevitable production of errors in the information business violates the 
citizen's right to obtain truthful information which permits him to form criteria 
with regard to daily problems in order to be able to choose correctly among 
the possible options presented. This is in effect the essence of democratic 
action. The sociological concepts of some countries such as the United 
States make it such that the graveness of the harm that may be wrought by 
erroneous information may be considered less serious than the danger in 
which freedon of the press places itself by permitting the invasion of the 
information media by individual and official organisms through the granting 
of the right of rectification of erroneous information. Other systems on the 
other hand consider that the juridical framework must anticipate the urgent 
re-establishment of the truth, giving rise to the birth of what has be en called 
the «rectificative control" of information by means of the figures of law of 
the right of reply attributed to individuals, and the right of rectification which 
can be exercised by public authorities and official organisms. 
It would appear to be interesting to study this figure -admitted in our 
legal and juridical system- and to which there is assigned as juridical nature 
that of «a public duty of service» defined by LUCIFREDI. As well as examining 
at length the historical antecedents and compared legislation with regard to 
the subject matter, the author sets down the foundation of the concept and 
the characteristics of the right of rectification. He also studies those aspects 
which relate to the active subject -authorities and the organs of the Admi-
nistration- and to the passive subject -directors of periodic publications and 
of Information Agencies- as well as to the circumstances produced by the 
birth of the right and the conditions under which this right has to be exercised, 
and a number of other related aspects . These include the function assigned 
by our legislation to the official press organisms -which is not that of a 
simple intermediary but rather that of the qualification of the rectifying infor-
mation and the power of decision over the propriety of ordaining the insertion 
of the rectifications- and the duties imposed by the norms in force upon the 
passive subject and the possibility of responsability in the case of nonfulfilment, 
in its administrative, penal and civil facets. 
The author then ends by examining the right of rectification as applied on 
the international level, both from the standpoint of its possib!e exercise on 
the part of authorities and organisms of one country in another country, and 
of its exercise at the State level. 
